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Sr. S. de Vega, presidente  
 

El Pleno del Consejo Consultivo de 
Castilla y León, reunido en Zamora 
el día 29 de mayo de 2025, con 
asistencia de los miembros que se 
expresan al margen, emitió, por 
unanimidad, el siguiente dictamen: 
 
 

Sr. Ramos Antón, consejero 
Sra. Ares González, consejera 
Sr. Herrera Campo, consejero y 
ponente 
 
Sr. Píriz Urueña, secretario 
 
 
 

DICTAMEN 174/2025 
 
I 

ANTECEDENTES  
 
 Primero.- La solicitud de consulta. 
 

1.- El 19 de marzo de 2025 se publicó en el Boletín Oficial del Estado el 
Real Decreto-ley 2/2025, de 18 de marzo, por el que se aprueban medidas 
urgentes para la garantía del interés superior de la infancia y la adolescencia 
ante situaciones de contingencias migratorias extraordinarias (en adelante, 
RDL 2/2025).  

 
2.- El 2 de mayo de 2025 tuvo entrada en este Consejo Consultivo la 

solicitud de dictamen preceptivo sobre la propuesta de acuerdo de la Junta de 
Castilla y León de interposición de un recurso de inconstitucionalidad ante el 
Tribunal Constitucional contra el referido RDL 2/2025 (en adelante, propuesta 
de acuerdo). 

 
3.- La solicitud se ha formulado por la consejera de Familia e Igualdad 

de Oportunidades, firmada el 2 de mayo de 2025, instando a este Consejo a 
la emisión de dictamen, al amparo del artículo 4.1.e) de la Ley 1/2002, de 9 
de abril, reguladora del Consejo Consultivo de Castilla y León. El dictamen se 
solicitó con carácter urgente. 

 
4.- En la propuesta de acuerdo remitida se incluyen los motivos y 

argumentaciones jurídicas por los que el citado RDL 2/2025 se considera 
inconstitucional: “por vulneración de los artículos 2, 9.3, 15, 19, 81.1, 86.1, 
138, 148.1.20ª, 149.1.1ª y 2ª y 156, o aquellos otros que puedan considerarse 
vulnerados, de la Constitución Española” (en adelante, CE).  
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5.- Examinada la solicitud y admitida a trámite el 6 de mayo de 2025, 

se procedió a darle entrada en el registro específico de expedientes del Consejo 
con el número de referencia 174/2025, iniciándose el cómputo del plazo para 
la emisión del dictamen, tal como dispone el artículo 52 del Reglamento de 
Organización y Funcionamiento del Consejo Consultivo de Castilla y León, 
aprobado por resolución de 5 de febrero de 2014 de la Mesa de las Cortes de 
Castilla y León. Turnado por el presidente del Consejo, correspondió su ponencia 
al consejero Sr. Herrera Campo. 

 
6.- Si bien el dictamen se solicitó con carácter urgente, no se apreció 

que concurrieran circunstancias que determinaran dicha urgencia, por lo que 
el plazo para la emisión del dictamen es de 20 días hábiles desde la recepción 
del expediente. 
 

Segundo.- El Real Decreto-ley 2/2025, de 18 de marzo, por el 
que se aprueban medidas urgentes para la garantía del interés superior 
de la infancia y la adolescencia ante situaciones de contingencias 
migratorias extraordinarias. 

 
El RDL 2/2025 consta de un preámbulo, un artículo único, dos 

disposiciones adicionales y tres disposiciones finales. 
 
El amplio preámbulo (8 páginas de las 15 de que consta de la norma) 

expone en sus ocho apartados los motivos que justifican la aprobación de la 
norma y la utilización del real decreto-ley, y alude a los títulos competenciales 
(artículos 149.1.1ª y 2ª de la CE) que habilitan al Estado para dictar la norma. 

 
El artículo único del RDL 2/2025 modifica la Ley Orgánica 4/2000, de 

11 de enero, sobre derechos y libertades de los extranjeros en España y su 
integración social (LOEx), adicionando a ella un nuevo artículo 35 bis 
(“Contingencia migratoria extraordinaria para la protección del interés superior 
de la infancia y la adolescencia migrante no acompañada”); un nuevo artículo 
35 ter (“Modelo de gestión de contingencias migratorias extraordinarias para 
la infancia y la adolescencia migrante no acompañada”); un nuevo artículo 35 
quáter (“Plan de respuesta solidaria ante la situación de contingencia 
migratoria extraordinaria para la protección del interés superior de la infancia 
y la adolescencia migrante no acompañada”); un nuevo artículo 35 quinquies 
(“Criterios de aplicación del Plan de respuesta solidaria ante la situación de 
contingencia migratoria extraordinaria para la infancia y la adolescencia 
migrante no acompañada”); un nuevo párrafo f) al artículo 52; una nueva 
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disposición adicional undécima (“Capacidad ordinaria de los sistemas para la 
adecuada protección y tutela de las personas menores de edad extranjeras no 
acompañadas”); y una nueva disposición adicional duodécima (“Alcance de las 
decisiones de la Administración General del Estado sobre la capacidad de los 
sistemas de protección y tutela de personas menores de edad extranjeras no 
acompañadas”). 

 
El contenido de los artículos y disposiciones que se incorporan a la LOEx 

en virtud del artículo único de este RDL 2/2025 es el siguiente: 
 

- El nuevo artículo 35 bis prevé que la Conferencia Sectorial de 
Infancia y Adolescencia puede acordar, por unanimidad, los requisitos para 
declarar la situación de contingencia migratoria extraordinaria para la protección 
del interés superior de la infancia y la adolescencia migrante no acompañada, 
así como el Plan de respuesta a dicha situación y los criterios para su aplicación, 
que incluirán, en todo caso, los necesarios para determinar en qué supuestos 
procede que se ordene el traslado de menores extranjeros no acompañados 
de una comunidad o ciudad autónoma a otra.  

 
No obstante, también prevé que, en defecto de dicho acuerdo 

unánime, los requisitos para la declarar la situación de contingencia, el Plan de 
respuesta y los criterios de aplicación de este se aprueben conforme a lo 
previsto en la propia ley, que, como se dirá más tarde, pone en manos de la 
Administración General del Estado la adopción de una decisión unilateral que 
será vinculante para comunidades y ciudades autónomas.  

 
El mismo artículo 35 bis considera que existe situación de 

contingencia migratoria extraordinaria en aquellas comunidades o ciudades 
autónomas cuyo sistema de protección y tutela de menores extranjeros no 
acompañados exceda en ocupación tres veces su capacidad ordinaria. Y 
establece que será el órgano competente de la Administración General del 
Estado el que determinará la comunidad o ciudad autónoma a la que se traslade, 
para su ubicación, al menor extranjero no acompañado.  

 
- El nuevo artículo 35 ter de la LOEx regula el Modelo de gestión 

de las referidas contingencias migratorias, que contendrá el conjunto de 
criterios objetivos para que el órgano competente de la Administración General 
del Estado determine cual será la ubicación de los menores de edad extranjeros 
no acompañados en las diferentes comunidades o ciudades autónomas, así 
como la regulación del mecanismo de derivación de estas personas a otras 
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comunidades o ciudades autónomas, y los criterios para la determinación de 
plazas por comunidad o ciudad autónoma en caso de derivación.  

 
El mismo artículo 35 ter establece los criterios que, en defecto del 

acuerdo unánime de la Conferencia Sectorial, aplicará el órgano competente 
de la Administración General del Estado para determinar la ubicación de los 
menores extranjeros no acompañados en las diferentes comunidades y ciudades 
autónomas. Fija como criterios principales: la población, la renta disponible 
bruta per cápita de los hogares, la tasa de paro y la dimensión estructural del 
sistema de plazas de acogida de aquellas.  

 
- El nuevo artículo 35 quáter recoge el contenido del Plan de 

respuesta solidaria ante una situación de contingencia migratoria extraordinaria, 
que recoge el conjunto de actuaciones a desarrollar ante la declaración de una 
situación de esta naturaleza, entre ellas el traslado de la persona afectada a 
la comunidad o ciudad autónoma de destino.  

 
- El nuevo artículo 35 quinquies dispone que, en defecto del 

acuerdo unánime de la Conferencia Sectorial, los criterios de aplicación del 
Plan de respuesta solidaria se aprobarán por la propia Conferencia, en los 
términos del artículo 151.2.a) de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen 
Jurídico del Sector Publico; criterios que servirán para la determinación de la 
reasignación territorial de los menores extranjeros no acompañados y la 
asignación de la tutela y custodia por parte de los servicios de protección de 
las comunidades o ciudades en las que hayan sido redistribuidas, y que serán 
obligatorios para todas ellas.  

 
- La disposición adicional undécima que se incorpora en la LOEx 

regula la capacidad ordinaria del sistema de protección y tutela de los menores 
extranjeros no acompañados de cada comunidad o ciudad autónoma, 
estableciendo nuevamente la fórmula que se tendrá que aplicar en defecto de 
acuerdo unánime de la Conferencia Sectorial.  

 
Además, esta disposición undécima señala que “4. Mediante el 

Real Decreto-Ley 2/2025 (…) se crea un Fondo adscrito al Ministerio con 
competencia en materia de infancia para compensar íntegramente a las 
comunidades y ciudades autónomas por los costes ocasionados por la 
sobreocupación por menores extranjeros no acompañados trasladados desde 
otra comunidad o ciudad autónoma, entendiendo que excede la ocupación la 
capacidad ordinaria de su sistema de protección y tutela de menores extranjeros 
no acompañados en los términos del apartado 1, y siempre que acredite un 
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número de plazas de acogida por encima de la media del total de plazas 
existentes en el conjunto del Estado por cada 100.000 habitantes, mientras 
dicha situación perdure”.  

 
- Finalmente, la nueva disposición adicional duodécima de la 

LOEx establece que la Administración General del Estado no podrá acordar, 
sin el acuerdo unánime de la Conferencia Sectorial, la reubicación obligatoria 
de personas menores, ni atribuir de manera obligatoria la atención o tutela de 
las mismas, a aquellas comunidades y ciudades autónomas que acrediten la 
ocupación efectiva de un número de plazas de acogida de personas menores 
de edad, ya sean extranjeras o no, por encima de la media total de las plazas 
existentes en el conjunto del Estado por cada 100.000 habitantes.  

 
La disposición adicional primera del RDL 2/2025 establece un plazo 

máximo de tres meses, desde su entrada en vigor, para la aprobación de los 
criterios de aplicación del Plan de respuesta solidaria ante la situación de 
contingencia migratoria extraordinaria para la infancia y la adolescencia 
migrante no acompañada. La disposición adicional segunda (“Aplicación inicial 
del mecanismo de derivación”) establece que “Las reubicaciones de personas 
menores de edad extranjeras no acompañadas que resulten necesarias como 
consecuencia de la aplicación de lo previsto en este real decreto-ley a la fecha 
de su entrada en vigor, deberán llevarse a cabo dentro del plazo máximo de 
un año a contar desde dicha fecha”. 

 
La disposición final primera del RDL 2/2025 (“Títulos competenciales”) 

señala que el mismo “se dicta al amparo del artículo 149.1, apartados 1.ª y 
2.ª, de la Constitución Española, que atribuyen al Estado la competencia 
exclusiva sobre la regulación de las condiciones básicas que garanticen la 
igualdad de todos los españoles en el ejercicio de los derechos y en el 
cumplimiento de los deberes constitucionales, y en materias de inmigración y 
extranjería, respectivamente”. La disposición final segunda (“Habilitación 
normativa”) establece que “Mediante real decreto se establecerán las 
actuaciones que deberán realizar las comunidades y ciudades autónomas de 
origen y destino para dar cumplimiento a las previsiones del Plan para la 
determinación de la ubicación de personas menores de edad extranjeras no 
acompañadas en los plazos establecidos, de modo que se protocolicen dichas 
actuaciones por real decreto en todo lo necesario para su realización con las 
necesarias garantías, de manera coordinada y ágil”. Y la disposición final 
tercera dispone la entrada en vigor del RDL 2/2025 el día siguiente al de su 
publicación en el Boletín Oficial del Estado. 
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Tercero.- El expediente remitido. 
 
A la solicitud de dictamen se acompañan los siguientes documentos, 

precedidos por el índice de los mismos: 
 

1) Propuesta de acuerdo de la Junta de Castilla y León, firmada 
por el secretario general de la Consejería de Familia e Igualdad de Oportunidades 
el 7 de abril de 2025, por el que se acuerda la interposición del recurso de 
inconstitucionalidad contra el RDL 2/2025, “por vulneración de los artículos 1.1, 
2, 10, 15, 39.4, 81, 86.1, 138, 148.1.20, 149.1 y 2 y 156, o aquellos otros que 
puedan considerarse vulnerados, de la Constitución Española” (folios 1 a 23). 

 
2) Solicitud de informe jurídico de idéntica fecha, e informe de la 

Dirección de los Servicios Jurídicos, de 29 de abril de 2025, en relación con la 
anterior propuesta de acuerdo, cuya copia sellada se adjunta (folios 24 a 68). 

 
3) Propuesta de acuerdo de la Junta de Castilla y León, firmada 

por el secretario general de la Consejería de Familia e Igualdad de Oportunidades 
el 30 de abril de 2025, de interposición del recurso de inconstitucionalidad ante 
el Tribunal Constitucional contra el RDL 2/2025, “por vulneración de los artículos 
2, 9.3, 15, 19, 81.1, 86.1, 138, 148.1.20.ª, 149.1.1.ª y 2ª y 156, o aquellos 
otros que puedan considerarse vulnerados, de la Constitución Española” (folios 
69 a 95). 

 
 

II 
CONSIDERACIONES JURÍDICAS 

 
A) PROCEDIMENTALES.  

 
El objeto del presente dictamen es emitir el parecer de este Consejo 

Consultivo sobre la viabilidad de un posible recurso de inconstitucionalidad 
contra una norma con rango de ley estatal (el RDL 2/2025 citado). Por ello, es 
preciso analizar, con carácter previo y en primer lugar, la concurrencia de los 
requisitos procedimentales que amparen y habiliten legalmente a la Junta de 
Castilla y León a la interposición de dicho recurso.  

 
1ª.- Competencia del Consejo Consultivo de Castilla y León. 

 
El Consejo Consultivo de Castilla y León dictamina en el presente asunto 

con carácter preceptivo, de acuerdo con lo previsto en el artículo 4.1.e) de la 
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Ley 1/2002, de 9 de abril, reguladora del Consejo Consultivo de Castilla y León, 
en su condición de “superior órgano consultivo de la Junta y de la 
Administración de la Comunidad” (artículo 33.1 del Estatuto de Autonomía de 
Castilla y León). Su competencia deriva de la atribución expresa prevista en el 
citado precepto, que establece: “El Consejo Consultivo deberá ser consultado 
por la Administración en los siguientes asuntos: (…). e) Recursos de 
inconstitucionalidad y conflictos de competencia con carácter previo a su 
interposición por la Junta de Castilla y León, sin que sea preciso esperar a la 
emisión del informe para acudir ante el Tribunal Constitucional”. Además, 
corresponde al Pleno del Consejo la emisión del dictamen (artículo 19.2 de la 
propia Ley 1/2022). 
 

2ª.- Carácter del dictamen y procedimiento para la interposición 
del recurso de inconstitucionalidad. 

 
Este Consejo Consultivo ha declarado de forma reiterada que la adopción 

del acuerdo de interposición de un recurso de inconstitucionalidad por parte 
de la Junta de Castilla y León no está sujeta a un procedimiento específico. 

 
Las previsiones normativas en este sentido se limitan a la atribución a 

la Junta de Castilla y León de la competencia para adoptar dicho acuerdo 
(artículo 30.2 del Estatuto de Autonomía y artículo 16.g) de la Ley 3/2001, de 
3 de julio, del Gobierno y de la Administración de la Comunidad de Castilla y 
León); al preceptivo informe de los servicios jurídicos (artículo 4.1.g) de la Ley 
6/2003, de 3 de abril, reguladora de la Asistencia Jurídica a la Comunidad de 
Castilla y León); a la necesidad del dictamen del Consejo Consultivo de Castilla 
y León (artículo 4.1.e) de la Ley 1/2002, de 9 de abril, antes citada); y a la 
tramitación administrativa de la propuesta (apartado 3.1.1.b) del Acuerdo 
12/2004, de 5 de febrero, de la Junta de Castilla y León, para la tramitación 
de asuntos en los órganos colegiados de gobierno). 

 
También cabe recordar que la preceptividad de la consulta al Consejo 

Consultivo constituye un requisito que la Junta de Castilla y León ha de cumplir 
con carácter previo a tal interposición (artículo 4.1.e) de la Ley 1/2002, de 9 
de abril, ya citada), y que constituye, como en el resto de los supuestos de 
consulta, un verdadero requisito para la legítima conformación de la voluntad 
de la Junta de Castilla y León. Requisito, no obstante, que se agota, para el 
ordenamiento autonómico, en la solicitud de dictamen, “sin que sea preciso 
esperar a la emisión del informe para acudir ante el Tribunal Constitucional”. 
Lo que viene a confirmar, por un lado, que la emisión del dictamen tiene efectos 
consultivos, como le es propio, y, por otro, que la decisión de recurrir por parte 
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del Consejo de Gobierno es libre, tras la petición del mismo, y no queda sujeta 
ni material ni temporalmente al pronunciamiento de este Consejo. 

 
Por tal motivo, a efectos de la posible admisión a trámite del recurso 

por el Tribunal Constitucional puede carecer de relevancia el carácter preceptivo 
del presente dictamen, en la medida en que la regulación del procedimiento 
ante ese Tribunal constituye una materia reservada a su específica ley orgánica 
(Ley Orgánica 2/1979, de 3 de octubre, del Tribunal Constitucional, en adelante 
LOTC) (artículo 165 de la CE). Relevancia que sí tiene, sin embargo, la vía 
procesal (constitucional) de los conflictos en defensa de la autonomía local, 
para los que sí se exige con carácter necesario en la propia LOTC (artículo 75 
ter) la solicitud del dictamen del Consejo de Estado u órgano consultivo de la 
comunidad autónoma con carácter previo a la formalización del conflicto. 

 
3ª.- Requisitos generales del recurso de inconstitucionalidad. 
 
El recurso de inconstitucionalidad constituye el principal instrumento de 

control de la adecuación de las leyes y de las disposiciones normativas con 
fuerza de ley a la Constitución, hasta el punto de que el criterio sentado por el 
Tribunal Constitucional al decidirlos trasciende del ámbito del asunto concreto 
resuelto y alcanza, en su caso, a la propia validez de la norma cuestionada, 
así como a su interpretación por los tribunales (artículos 161.1.a) y 164.1 de 
la CE). 

 
El recurso, al igual que la cuestión de inconstitucionalidad, es un 

instrumento objetivo de defensa de la Constitución que tiene por finalidad 
garantizar la supremacía de la Constitución y la depuración del ordenamiento, 
mediante el juicio de conformidad o disconformidad con ella de las leyes, 
disposiciones o actos impugnados, expulsando del mismo las normas 
inconstitucionales (artículo 27.1 de la LOTC). 

 
De la regulación contenida en la LOTC cabe destacar las siguientes 

notas características de esta específica vía procesal constitucional: 
 

a) Su objeto son las leyes y disposiciones normativas con fuerza de ley 
susceptibles de declaración de inconstitucionalidad, que concreta y determina 
el artículo 27.2 de la LOTC. 

 
En el presente caso se cuestiona la constitucionalidad del Real Decreto-

ley 2/2025, de 18 de marzo, por el que se aprueban medidas urgentes para la 
garantía del interés superior de la infancia y la adolescencia ante situaciones 
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de contingencias migratorias extraordinarias; lo que no plantea dudas acerca 
del objeto del recurso. 

 
b) El recurso puede fundamentarse no sólo directa e inmediatamente 

en un precepto constitucional, sino también en la infracción de preceptos 
legales que formen parte del denominado bloque de la constitucionalidad, esto 
es, que se hubieran dictado para delimitar las competencias del Estado y las 
comunidades autónomas, o para regular o armonizar el ejercicio de las 
competencias de estas (artículo 28.1 de la LOTC), que puedan afectar al 
ámbito propio de autonomía de la comunidad autónoma recurrente (artículo 
32.2 de la LOTC). 

 
En este sentido, el examen de los motivos concretos aducidos por la 

Junta de Castilla y León para justificar la interposición del recurso de 
inconstitucionalidad se lleva a cabo posteriormente. Si bien desde este momento 
cabe poner expresamente de relieve el carácter abierto de la solicitud de 
dictamen, como claramente resulta de los propios términos de la propuesta de 
acuerdo remitida, a la que ya nos hemos referido al examinar el expediente 
remitido. 

 
c) En el ámbito autonómico, están legitimados para interponer recurso 

de inconstitucionalidad los órganos colegiados ejecutivos de las comunidades 
autónomas y las asambleas legislativas, previo acuerdo adoptado al efecto 
(artículo 32.2 de la LOTC). Cabe reiterar aquí que el artículo 30.1 de nuestro 
Estatuto de Autonomía contempla entre las atribuciones de la Junta de Castilla 
y León la de interponer recursos de inconstitucionalidad en los términos que 
establece el artículo 162.1.a) de la CE, precepto que se analizará más adelante. 

 
d) El recurso debe interponerse dentro del plazo de tres meses a partir 

de la publicación de la disposición impugnada, salvo que se articule el 
procedimiento especial ante la correspondiente Comisión Bilateral de 
Cooperación (artículo 33 de la LOTC). 

 
 4ª.- Plazo para interponer el recurso de inconstitucionalidad. 
 
 Como queda dicho, con carácter general el recurso puede interponerse 
en el plazo de tres meses desde la fecha de la publicación de la ley o norma 
con fuerza de ley presuntamente inconstitucional (artículo 33.1 de la LOTC). 
Como alternativa, y al objeto de buscar fórmulas amistosas que eviten 
enfrentamientos jurídicos entre el Estado y las comunidades autónomas, el 
legislador previó la ampliación del plazo a nueve meses, dispuesta a favor del 
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presidente del Gobierno central y de los ejecutivos de las comunidades 
autónomas, con la condición de cumplirse los siguientes requisitos: a) que se 
reúna la Comisión Bilateral de Cooperación, pudiendo solicitar su convocatoria 
cualquiera de las dos administraciones; b) que se acuerde en su seno el inicio 
de negociaciones para resolver las discrepancias; y c) que tal acuerdo sea 
puesto en conocimiento del Tribunal Constitucional dentro de los tres meses 
siguientes a la publicación de la ley y se inserte en el Boletín Oficial del Estado 
y en el diario oficial de la comunidad autónoma correspondiente (artículo 33.2 
de la LOTC). 
 
 No habiéndose articulado esta vía procedimental alternativa, la facultad 
de la Junta de Castilla y León para interponer el recurso de inconstitucionalidad 
es de tres meses, contados desde la publicación en el Boletín Oficial del Estado 
de la ley o norma con fuerza de ley cuya constitucionalidad se cuestiona. 
 

En este caso, el RDL 2/2025 se publicó en el Boletín Oficial del Estado 
el 19 de marzo siguiente, por lo que el plazo para presentar el recurso de 
inconstitucionalidad termina el 19 de junio de 2025. En consecuencia, el plazo 
para recurrir no ha concluido, y el dictamen del Consejo se ha solicitado, con 
carácter previo y preceptivo, dentro del mismo.  

 
5ª.- Otras cuestiones jurídico-procedimentales sobre el recurso 

de inconstitucionalidad. 
 
En este apartado, relativo también a la caracterización del recurso de 

inconstitucionalidad, debe reiterarse que el Consejo Consultivo es una institución 
propia de la Comunidad (artículo 19.2 del Estatuto de Autonomía), cuya misión 
es la de coadyuvar en la toma de decisiones por parte de la Administración 
consultante, con el fin de garantizar su adecuación a la Constitución y al resto 
del ordenamiento jurídico. La función del Consejo Consultivo, en asuntos como 
el presente, es la de ofrecer al órgano consultante elementos de juicio 
suficientes para que, en caso de adoptar finalmente la decisión de recurrir la 
inconstitucionalidad de la norma, ésta sea tomada con las máximas garantías 
jurídicas. 

 
Por ello, la intervención del Consejo (establecida por el ordenamiento 

autonómico) opera a modo de garantía constitucional-estatutaria, pues aporta 
seguridad jurídica al Ejecutivo autonómico en su decisión de presentar el 
recurso, ya que puede encontrar en el dictamen argumentos solventes que 
avalen la decisión final de recurrir o le auxilien en otros sentidos posibles: 
constatando la posible contradicción de la ley o norma con fuerza de ley con 
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las normas constitucionales en virtud de los motivos y argumentos jurídicos 
esgrimidos y contenidos en el acuerdo de interposición; o desanimando a la 
Junta de Castilla y León a emprender los trámites de presentación, al no 
encontrar preceptos, principios o mandatos constitucionales que los contradigan. 
Junto a estos sentidos, está igualmente el de sugerir motivos y fundamentos 
jurídicos distintos a los que avalan la petición de dictamen sobre la posible 
inconstitucionalidad del real decreto-ley, máxime ante una formulación tan 
abierta de la consulta como la que se ha sometido a dictamen de este Consejo. 

 
El Consejo Consultivo, en ejercicio de esta concreta competencia, se 

desenvuelve como órgano de garantía y asesoramiento, que expresa una 
opinión, como institución autonómica, sobre la legitimidad constitucional del 
RDL 2/2025. De manera que la protección del orden constitucional-estatutario 
está en la base y en la finalidad de este dictamen del Consejo Consultivo 
autonómico, así como de la ulterior decisión de recurrir. 

 
En segundo lugar, ha de advertirse que, según la jurisprudencia del 

Tribunal Constitucional, “no basta con postular la inconstitucionalidad de una 
norma mediante la mera invocación formal de una serie de preceptos del 
bloque de la constitucionalidad para que este Tribunal deba pronunciarse sobre 
la vulneración por la norma impugnada de todos y cada uno de ellos, sino que 
es preciso que el recurso presentado al efecto contenga la argumentación 
específica que fundamente la presunta contradicción constitucional” (STC 
13/2007, de 18 de enero, FJ 1).  

 
Desde sus primeras sentencias, es doctrina reiterada del Tribunal 

Constitucional que la impugnación de normas esté acompañada de una 
fundamentación que permita tanto a las partes a las que asiste el derecho de 
defensa, como al propio Tribunal, “conocer las razones por las cuales los 
recurrentes entienden que las disposiciones cuestionadas vulneran el orden 
constitucional. Cuando lo que se encuentra en juego es la depuración del 
Ordenamiento jurídico resulta carga de los recurrentes, no sólo abrir la vía 
para que el Tribunal pueda pronunciarse, sino también colaborar con la justicia 
del Tribunal mediante un pormenorizado análisis de las cuestiones que se 
suscitan, por lo cual, si no se atiende esta exigencia, se falta a la diligencia 
procesalmente requerida” (SSTC 11/1981, de 8 de abril, FJ 3; 36/1994, de 10 
de febrero, FJ 1; 100/2005, de 19 de abril, FJ 3; y 112/2006, de 19 de abril, 
FJ 19, entre otras). 

 
Además, solo mediante tal pormenorizado análisis puede desvirtuarse 

la presunción de constitucionalidad de las leyes y normas con fuerza de ley. 
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De conformidad con sus palabras, “la presunción de constitucionalidad de 
normas con rango de ley no puede desvirtuarse sin una argumentación 
suficiente, no siendo admisibles las impugnaciones globales carentes de un 
razonamiento desarrollado que las sustente” (STC 233/1999, de 16 de 
diciembre, FJ 2). Por tal motivo, se advierte de que el esfuerzo de 
fundamentación, por parte de la Junta de Castilla y León, del futuro recurso 
ha de ser pormenorizado y exhaustivo respecto de las causas que alegue sobre 
la inconstitucionalidad del RDL 2/2025, y debe adoptarse con las debidas 
garantías, procedimentales y sustantivas, establecidas en el ordenamiento 
autonómico. Es precisamente en tal contexto en el que se solicita y ha de 
quedar encuadrado el dictamen del Consejo Consultivo como “superior órgano 
consultivo de la Junta y de la Administración de la Comunidad” (artículo 33 del 
Estatuto de Autonomía). 

 
En tercer lugar, debe recordarse que el control de la constitucionalidad 

de las leyes y normas con fuerza de ley ha de ser respetuoso con el pluralismo 
político y debe ejercerse por el Tribunal Constitucional de forma que “no se 
impongan constricciones indebidas al Poder Legislativo y se respeten sus 
opciones políticas”, lo que por analogía cabría también aplicar a la habilitación 
del Gobierno para dictar disposiciones legislativas provisionales en caso de 
necesidad extraordinaria y urgente; pero que a su vez esta discrecionalidad no 
podrá nunca suponer la arbitrariedad de establecer una discriminación, porque 
tanto la discriminación como la arbitrariedad están prohibidas por la 
Constitución (artículos 14 y 9.3) (STC 13/2007, de 18 de enero, FJ 1).  

 
Finalmente, a estas consideraciones procedimentales, hemos de añadir 

y recordar que el análisis jurídico contenido en el presente dictamen tiene 
efectos meramente internos y declarativos, pues en un sistema de jurisdicción 
constitucional concentrada, como el establecido por la Constitución de 1978, 
a quien corresponde en exclusiva la declaración de inconstitucionalidad o no 
del real decreto-ley que se pretende recurrir es precisamente al Tribunal 
Constitucional. No es función, pues, de este Consejo anticipar o suplir el juicio 
que en su día corresponderá al Tribunal Constitucional, órgano al que 
eventualmente se someterá la cuestión. 

 
6ª.- Legitimación activa de la Junta de Castilla y León para 

interponer el recurso. 
 

Conforme a los artículos 162.1 de la CE, 27.2.b) y 32.2 de la LOTC, los 
órganos ejecutivos y las asambleas de las comunidades autónomas ostentan 
la legitimación activa para interponer recurso de inconstitucionalidad contra 
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una ley estatal que pueda “afectar a su propio ámbito de autonomía”. Órganos 
a los que se añaden otros estatales o fracciones de estos, también legitimados 
constitucionalmente para interponer el recurso de inconstitucionalidad.  

 
Según este fundamento legal, la Junta de Castilla y León puede 

interponer el recurso, conforme a la LOTC, cumpliéndose ambas premisas: que 
se trate de leyes o normas con rango de ley del Estado, y que estas afecten al 
ámbito de autonomía de la Comunidad de Castilla y León. Ambas premisas se 
cumplen, ya que la norma cuestionada tiene rango de ley (real decreto-ley) y 
la Administración consultante afirma que dicha norma invade las competencias 
exclusivas de la Comunidad en materia de protección y tutela de menores 
previstas en el artículo 70.1.10ª del Estatuto de Autonomía.  

 
De acuerdo con ello, la Junta de Castilla y León está legitimada en sus 

dos vertientes (ad causam y ad processum) para interponer este recurso de 
inconstitucionalidad. 

 
B) SUSTANTIVAS.  

 
Expuestos los aspectos de procedimiento que interesa a la emisión del 

dictamen, procede analizar los motivos de inconstitucionalidad alegados por la 
Administración consultante y las argumentaciones que desarrolla sobre ellos, 
contenidos en la propuesta de acuerdo sometida a dictamen. 

 
Con carácter previo, se considera conveniente hacer una breve referencia 

al régimen jurídico aplicable a los menores extranjeros no acompañados, en 
el que coexisten normas de Derecho Civil junto a normas de Derecho Público. 

 
Los menores extranjeros no acompañados, por su distinta condición de 

menor, extranjero y no acompañado, determina necesariamente que se 
encuentren en una situación de especial vulnerabilidad. La Resolución del 
Consejo de la Unión Europa de 26 de julio de 1997, relativa a los menores no 
acompañados nacionales de países terceros (97/C221/03), califica como tales 
a “los menores de 18 años nacionales de países terceros que lleguen al 
territorio de los Estados miembros sin ir acompañados de un adulto 
responsable de los mismos, ya sea legalmente o con arreglo a los usos y 
costumbres, en tanto en cuanto no estén efectivamente bajo el cuidado de un 
adulto responsable de ellos” y a “los menores nacionales de países terceros 
que, después de haber entrado en el territorio de los Estados miembros, sean 
dejados solos”. 
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El artículo 39.4 de la Constitución establece, dentro de los principios 
rectores de la política social y económica, que “Los niños gozarán de la protección 
prevista en los acuerdos internacionales que velan por sus derechos”. Y a tal 
efecto, cabe citar la Convención sobre los Derechos del Niño, adoptada por la 
Asamblea General de las Naciones Unidas el 20 de noviembre de 1989. Su 
artículo 3.1 establece que “En todas las medidas concernientes a los niños que 
tomen las instituciones públicas o privadas de bienestar social, los tribunales, 
las autoridades administrativas o los órganos legislativos, una consideración 
primordial a que se atenderá será el interés superior del niño”. 

 
En dicho marco, se aprobó en España la Ley Orgánica 1/1996, de 15 de 

enero, de Protección Jurídica del Menor, de modificación parcial del Código 
Civil y de la Ley de Enjuiciamiento Civil, que establece, en su artículo 11.2.a), 
como uno de los principios rectores de la actuación de los poderes públicos en 
relación con los menores, el de la “supremacía de su interés superior”. Y el 
artículo 10.3 establece lo siguiente:  

 
“Los menores extranjeros que se encuentren en España tienen 

derecho a la educación, asistencia sanitaria y servicios y prestaciones sociales 
básicas, en las mismas condiciones que los menores españoles. Las 
Administraciones Públicas velarán por los grupos especialmente vulnerables 
como los menores extranjeros no acompañados, los que presenten necesidades 
de protección internacional, los menores con discapacidad y los que sean 
víctimas de abusos sexuales, explotación sexual, pornografía infantil, de trata 
o de tráfico de seres humanos, garantizando el cumplimiento de los derechos 
previstos en la ley. 

 
»Los poderes públicos, en el diseño y elaboración de las políticas 

públicas, tendrán como objetivo lograr la plena integración de los menores 
extranjeros en la sociedad española, mientras permanezcan en el territorio del 
Estado español, en los términos establecidos en la Ley Orgánica 4/2000, de 
11 de enero, sobre derechos y libertades de los extranjeros en España y su 
integración social. 

 
El principio de preeminencia del interés superior del menor se recoge 

también en el artículo 35 de la LOEx (“Menores no acompañados”). Y cabe 
citar, asimismo, dentro de la normativa estatal la regulación sobre menores no 
acompañados recogida en la Ley 12/2009, de 30 de octubre, reguladora del 
derecho de asilo y de la protección subsidiaria. 
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Desde el punto de vista civil, el artículo 172.1 del Código Civil establece 
que “Cuando la Entidad Pública a la que, en el respectivo territorio, esté 
encomendada la protección de los menores constate que un menor se encuentra 
en situación de desamparo, tiene por ministerio de la ley la tutela del mismo 
y deberá adoptar las medidas de protección necesarias para su guarda, 
poniéndolo en conocimiento del Ministerio Fiscal y, en su caso, del Juez que 
acordó la tutela ordinaria”. 

 
Por último, en el ámbito de nuestra Comunidad, el Estatuto de Autonomía 

de Castilla y León establece en su artículo 13.6, entre los derechos sociales, 
los derechos de las personas menores de edad, respecto a los cuales dispone 
que “Los menores tienen derecho a recibir de las Administraciones Públicas de 
Castilla y León, con prioridad presupuestaria, la atención integral necesaria para 
el desarrollo de su personalidad y su bienestar en el contexto familiar y social, 
en los términos que se determinen normativamente”. 

 
Expuesto lo anterior, se procede a analizar los motivos por los que la 

Junta de Castilla y León entiende que el RDL 2/2025 vulnera la CE. 
 
La propuesta de acuerdo de 30 de abril de 2025 considera que el RDL 

2/2025 incurre en vicio de inconstitucionalidad, y fundamenta materialmente 
la interposición del recurso de inconstitucionalidad ante el Tribunal Constitucional 
en la “vulneración de los artículos 2, 9.3, 15, 19, 81.1, 86.1, 138, 148.1.20.ª, 
149.1.1.ª y 2ª y 156, o aquellos otros que puedan considerarse vulnerados, de 
la Constitución Española”.  

 
La petición de dictamen no queda circunscrita al planteamiento de 

cuestiones concretas que delimiten el contenido de la consulta efectuada, sino 
que se habilita al Consejo Consultivo expresamente a tomar en consideración, 
además, otros argumentos, interpretaciones o motivos de inconstitucionalidad 
que pudieran servir como fundamento del recurso, mediante la fórmula 
elegida: “o aquellos otros [artículos] que puedan considerarse vulnerados, de 
la Constitución Española”. Sin embargo, debe advertirse que tal alusión 
extensiva y abierta de la petición de dictamen deberá concretarse en el 
eventual y ulterior recurso de inconstitucionalidad, si se interpone finalmente, 
pues, como se ha recordado anteriormente, la doctrina del Tribunal 
Constitucional establece que no solo es preciso que el recurso contenga la 
motivación y argumentación específica que fundamente su presentación y la 
pretendida contradicción constitucional, sino que recae en la carga del 
recurrente el pormenorizado y exhaustivo análisis de cuantas cuestiones se 
planteen para desvirtuar la presunción de constitucionalidad de las leyes.  
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El dictamen del Consejo Consultivo se ceñirá al pronunciamiento sobre 

la supuesta inconstitucionalidad de la norma, en relación con los principales 
enunciados de la propuesta de acuerdo remitida, que aborda las siguientes 
cuestiones:  

 
1ª) Extraordinaria y urgente necesidad como presupuesto 

habilitante para la aprobación de un decreto-ley. Se considera vulnerado el 
artículo 86.1 de la CE. 

 
2ª) Materia reservada a ley orgánica. Se entiende infringido el 

artículo 81.1 de la CE, en relación con los artículos 86.1 y 19 de la CE. 
 
3ª) Invasión de competencias exclusivas de la Comunidad de 

Castilla y León. Se considera que se vulneran los artículos 149.1.1ª, 149.1.2ª 
y 148.1.20ª de la CE. 

 
4ª) Quiebra del principio de autonomía financiera de las 

comunidades autónomas y del principio de solidaridad interterritorial. Se 
consideran infringidos los artículos 2, 138 y 156 de la CE. 

 
5ª) Quiebra de los principios de lealtad institucional, y de 

colaboración, cooperación y coordinación entre el Estado y las comunidades 
autónomas. Se entienden infringidos los artículos 2 y 9.3, 148.1.20ª y 149.1.1ª 
de la CE. 

 
6ª) Finalmente, se alude a otras cuestiones, como la relativa a si 

está justificada la necesidad de regular un protocolo de actuaciones a realizar 
con ocasión del traslado de personas menores de edad extranjeras no 
acompañadas, a los supuestos de minoría de edad no acreditada, y a la 
competencia del Estado en materia de asilo. Cuestiones cuya regulación en el 
RDL 2/2025 se considera que vulnera los artículos 148.1.20ª y 149.1.1ª de la 
CE.  
 
 1ª) Extraordinaria y urgente necesidad como presupuesto 
habilitante para la aprobación de un decreto-ley. 
 

La propuesta de acuerdo sometida a consulta, tras recordar que el 
artículo 86.1 de la CE habilita al Gobierno para dictar disposiciones legislativas 
provisionales que tomarán la forma de decretos-leyes, estableciendo como 
presupuesto habilitante para ello la existencia de una situación de extraordinaria 
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y urgente necesidad, asegura que la motivación de estos requisitos contenida 
en el preámbulo del RDL 2/2025 resulta “extremadamente sucinta, vaga, 
genérica e inconcreta”, y que incluso “se contradice abiertamente con la 
regulación posterior que establece” el mismo, “pues no declara situación alguna 
de contingencia migratoria extraordinaria para determinados territorios, sino 
que lo que se hace es regular el procedimiento para declarar dicha situación”, 
por lo que es difícil apreciar la existencia de especial conexión entre la urgencia 
y las medidas adoptadas.  
 
 A mayor abundamiento, la propuesta de acuerdo considera que, a la 
vista de los plazos establecidos en sus disposiciones adicionales, en la norma 
“se incluyen previsiones temporales no llamadas a modificar de forma 
instantánea la situación jurídica existente”. Además, estima que la disposición 
final segunda incluye una habilitación normativa que implica “una remisión a 
un momento posterior, no inmediato, en la afectación de la situación jurídica 
existente”.  
 
 Para valorar esta tacha de inconstitucionalidad sobre la inexistencia e 
insuficiente justificación del presupuesto habilitante de la “extraordinaria y 
urgente necesidad” exigido por el artículo 86.1 de la CE para la aprobación de 
reales decretos-leyes, es necesario partir de la doctrina del Tribunal Constitucional 
al respecto, que se ha ido consolidando desde sus primeras sentencias (así, 
SSTC 29/1982, de 31 de mayo; 6/1983, de 4 de febrero; y 111/1983, de 2 de 
diciembre), y que ha sido ampliamente resumida en pronunciamientos 
posteriores (entre los más recientes, las SSTC 14/2020, de 28 de enero, FJ 2; 
15/2023, de 7 de marzo, FJ 3; y 144/2023, de 25 de octubre). Dicha doctrina 
puede sintetizarse como sigue: 
 

a) El artículo 86.1 de la CE “establece una habilitación al Gobierno 
para dictar normas con fuerza de ley, pero, en la medida en que supone sustituir 
en su función al Parlamento, es una facultad excepcional al procedimiento 
legislativo ordinario que se encuentra, en consecuencia, sometida a estrictos 
requisitos en la Constitución” (STC 156/2021, de 16 de septiembre, FJ 4). 
Ahora bien, “la necesidad justificadora de los decretos-leyes no se puede 
entender como una necesidad absoluta que suponga un peligro grave para el 
sistema constitucional o para el orden público entendido como normal ejercicio 
de los derechos fundamentales y libertades públicas y normal funcionamiento 
de los servicios públicos, sino que hay que entenderlo con mayor amplitud 
como necesidad relativa respecto de situaciones concretas de los objetivos 
gubernamentales que, por razones difíciles de prever, requieren una acción 
normativa inmediata en un plazo más breve que el requerido por la vía normal 
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o por el procedimiento de urgencia para la tramitación parlamentaria de las 
leyes” (STC 152/2017, de 21 de diciembre, FJ 3, citando jurisprudencia anterior 
desde la STC 6/1983, de 4 de febrero, FJ 5). Y también que “lo determinante 
es que la situación que se trata de afrontar venga cualificada por las notas de 
gravedad, imprevisibilidad o relevancia” (SSTC 68/2007, de 28 de marzo, FJ 
10; 137/2011, de 14 de septiembre, FJ 7; y 47/2015, de 5 de marzo, FJ 5). 

 
b) La apreciación de la concurrencia de la extraordinaria y urgente 

necesidad constituye un juicio político que corresponde efectuar al Gobierno 
(titular constitucional de la potestad legislativa de urgencia) y al Congreso 
(titular de la potestad de convalidar, derogar o tramitar el texto como proyecto 
de ley). Sin embargo, los términos “extraordinaria y urgente necesidad” no 
constituyen una cláusula o expresión vacía de significado dentro de la cual el 
margen de apreciación política del Gobierno pueda moverse libremente sin 
restricción alguna, sino un verdadero límite jurídico a su actuación mediante 
decretos-leyes. Incumbe al Tribunal Constitucional “controlar que ese juicio 
político no desborde los límites de lo manifiestamente razonable, sin suplantar 
a los órganos constitucionales que intervienen en la aprobación y convalidación 
de los decretos leyes” (STC 134/2021, de 24 de junio, FJ 3). Se trata, en 
definitiva, de un “control externo, en el sentido de que debe verificar, pero no 
sustituir, el juicio político o de oportunidad que corresponde al Gobierno” (STC 
142/2014, de 11 de septiembre, FJ 3, y las que allí se citan). Solo “en supuestos 
de uso abusivo o arbitrario” podrá este Tribunal rechazar la definición que el 
Gobierno haya hecho de una situación como de extraordinaria y urgente 
necesidad (por todas, STC 29/1982, FJ 3). 

 
c) Dicho control externo y ex post requiere el análisis de dos 

aspectos: por un lado, la presentación explícita y razonada de los motivos que 
han sido tenidos en cuenta por el Gobierno en la aprobación del decreto-ley; 
de otra parte, la existencia de una necesaria conexión (o relación de adecuación) 
entre la situación de urgencia definida y la medida concreta adoptada para 
subvenir a ella (STC 29/1982, FJ 3). Aunque ambos aspectos están íntimamente 
ligados, su examen por separado facilita desde un punto de vista metodológico 
el análisis de las consideraciones de las partes y, en última instancia, el control 
que le corresponde efectuar a este tribunal (STC 332/2005, de 15 de diciembre, 
FJ 6). 

 
En cuanto a la definición de la situación de urgencia, el Tribunal 

Constitucional ha precisado que no es necesario que tal definición expresa haya 
de contenerse siempre en el propio real decreto-ley, sino que cabe deducirlo 
de una pluralidad de elementos. El examen de la concurrencia del presupuesto 
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habilitante siempre se ha de llevar a cabo mediante la valoración conjunta de 
todos aquellos factores que determinaron al Gobierno a dictar la disposición 
legal excepcional y que son, básicamente, los que quedan reflejados en la 
exposición de motivos de la norma, en el debate parlamentario de convalidación 
y en el propio expediente de su elaboración (por todas, STC 182/1997, de 28 
de octubre, FJ 4). A estos efectos resultan insuficientes, por ser prácticamente 
de imposible control constitucional, las fórmulas genéricas, estereotipadas y 
rituales (STC 150/2017, de 21 de diciembre, FJ 4). 

 
Y por lo que se refiere a la segunda dimensión del presupuesto 

habilitante de la legislación de urgencia —conexión de sentido entre la situación 
de necesidad definida y las medidas que en el real decreto-ley se adoptan— 
el Tribunal Constitucional “ha afirmado un doble criterio o perspectiva para 
valorar la existencia de la conexión de sentido: el contenido, por un lado, y la 
estructura, por otro, de las disposiciones incluidas en el real decreto-ley 
controvertido” (SSTC 29/1982, FJ 3). Desde esta perspectiva, lo que se exige 
es que las medidas que se incluyen en el decreto-ley sean, en principio, 
medidas concretas y de eficacia inmediata para hacer frente a la situación de 
extraordinaria y urgente necesidad que ha determinado el uso de la legislación 
de urgencia (STC 70/2016, de 14 de abril, FFJJ 6 y 7). 
 
 En consecuencia, para proyectar la doctrina que sucintamente se acaba 
de reseñar sobre la controversia que se plantea en la propuesta de acuerdo 
sometida a consulta es preciso partir de las razones de necesidad que se 
explicitan en el propio preámbulo del RDL 2/2025, de las que se expresaron 
en el debate parlamentario de su convalidación, y de las que resulten del 
mismo expediente de elaboración de la norma, para después evaluar si tales 
razones superan el canon de constitucionalidad del artículo 86.1 de la CE. 
 
  a) El preámbulo de la norma se refiere en sus apartados I, VI y 
VII a la situación de extraordinaria y urgente necesidad que, a juicio del 
Gobierno, justifica la adopción de este RDL 2/2025. 
 
  El apartado I señala como punto de partida que en los últimos 
años se ha producido una intensificación de la inmigración procedente del 
continente africano a la Unión Europea, con especial afectación a las fronteras 
del sur de la misma y, por consiguiente, a las españolas. Concreta que “dentro 
de nuestras fronteras, y en lo relativo al desigual impacto del fenómeno 
migratorio, merece una especial referencia la situación de las personas 
menores de edad extranjeras no acompañadas. En los últimos ocho años, su 
número ha crecido en España en un 221,4 por ciento. Todo ello, suscita una 
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reivindicación política de los territorios más afectados en relación con la 
ubicación de estas personas entre las diversas comunidades y ciudades 
autónomas, a fin de asegurar su adecuada atención desde las perspectivas 
social, sanitaria, educativa y de vivienda, entre otras”. Y afirma que “en relación 
con las personas menores de edad extranjeras no acompañadas, se han venido 
adoptando sucesivos Acuerdos en el seno de la Conferencia Sectorial de 
Infancia y Adolescencia, de forma que, en 2022, 2023 y 2024 se ha acordado 
y producido efectivamente el traslado de un total de 574 personas menores 
de edad extranjeras no acompañadas procedentes de Canarias y Ceuta”. 
 
  Por su parte, el apartado VI del preámbulo alude a la presentación 
explícita y razonada de los motivos que han sido tenidos en cuenta por el 
Gobierno en su aprobación, y que evidencian una situación de extraordinaria 
y urgente necesidad que precisa de una respuesta normativa con rango de 
ley, y la conexión entre aquella situación y las medidas adoptadas.  
 

En este sentido, reconoce que la justificación “se encuentra en la 
propia situación de contingencia migratoria extraordinaria de la protección del 
interés superior de la infancia y adolescencia migrante no acompañada, que 
se caracteriza por la situación de entrada en gran número de personas 
menores de edad extranjeras no acompañadas en España evitando el control 
de entrada fronterizo”. Añade que “Se trata de una situación de entrada en 
condiciones precarias de extranjeros extracomunitarios indocumentados, lo 
que dificulta a priori la comprobación de su minoría de edad, exigiendo en los 
casos de duda la tramitación de un procedimiento de determinación de edad 
con intervención del Ministerio Fiscal y con pruebas objetivas médico-forenses”. 
Concreta que “esta contingencia extraordinaria genera una necesidad urgente 
de protección de las personas menores de edad extranjeras no acompañadas 
por todas las Administraciones competentes, que no puede ser atendida 
únicamente por los servicios ordinarios reforzados de la comunidad o ciudad 
autónoma de entrada”. Y finalmente argumenta que “la urgente necesidad 
está en la perentoriedad de la atención de las personas menores de edad 
extranjeras no acompañadas, en la inmediata prevalencia del interés superior 
del menor, y su consideración legal de grupo especialmente vulnerable, siendo 
objetivo de los poderes públicos la plena integración de las personas menores 
de edad extranjeras no acompañadas en la sociedad española, mientras 
permanezcan en el territorio del Estado español”. 
 

Por último, el apartado VII del preámbulo concluye que, “ante la 
acusada afluencia de inmigración advertida y en el marco de las competencias 
del Estado y de las comunidades y ciudades autónomas, resulta preciso 
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posibilitar una redistribución de personas menores de edad extranjeras no 
acompañadas de los territorios más saturados hacia otras comunidades y 
ciudades autónomas, que responda a una fórmula de solidaridad equitativa, 
que pondere el esfuerzo realizado por cada territorio en la atención a las 
personas menores de edad extranjeras no acompañadas”. Y a continuación, 
este apartado resume el contenido de las medidas adoptadas mediante el RDL 
2/2025.  
 

b) El debate parlamentario de convalidación de la norma se 
produjo en la Sesión Plenaria de 10 de abril de 2025. En ella, el ministro de 
Política Territorial y Memoria Democrática se refirió a esta cuestión en su 
primera intervención (“Diario de Sesiones”, Congreso de los Diputados, núm. 
110, páginas 24 a 29), en los siguientes términos:  
 

  “En los dos últimos años el aumento de la ruta atlántica 
ha provocado que estos territorios (Ceuta, Melilla y Canarias) sean receptores 
de la mayor afluencia de migrantes que han tenido en su historia. Y, si 
hablamos de menores, también han sido dos años de especial alza, porque se 
ha intensificado la llegada de niños y niñas migrantes desde el continente 
africano. Es decir, estos niños y jóvenes han llegado como nunca antes. Por 
eso, la medida que traemos hoy al Congreso de los Diputados para su 
convalidación es una medida histórica para una demanda histórica, sobre la 
base de una competencia que es autonómica en su sentido estricto pero que 
entendemos desde el Gobierno de España que requiere de una modificación 
legislativa y un compromiso firme por ser justa, al tratarse de población 
vulnerable, de menores. (…)”. 

 
  »En los últimos tres años, entre las personas migrantes, 

el número de niños, niñas y adolescentes que llegan a nuestro país se ha 
incrementado notablemente, un 221,4%, porque los perfiles han ido 
cambiando: ahora vienen más mujeres y menores que hace veinte o treinta 
años (…). 

 
  »En esta ocasión se activa un instrumento para cualquier 

territorio que se encuentre en contingencia migratoria. ¿Qué es eso? La 
contingencia migratoria, de acuerdo con este real decreto, significa que la 
capacidad ordinaria de cualquier territorio para acoger a personas menores 
migrantes no acompañadas se multiplique por tres. Cuando eso ocurre, 
cuando esa cifra se alcanza, ese territorio entra en contingencia migratoria. 
Ese Gobierno autonómico en cinco días lo comunica al Gobierno de España y 
se activa el real decreto ley. Es una medida para todas las comunidades 
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autónomas, sin excepción, sin diferencias, sin privilegios y sin señalamiento 
(…). 

 
  »La realidad es que la capacidad ordinaria de Canarias, si 

tuviésemos en nuestro país un total de veinte mil menores no acompañados, 
no llegaría a mil, pero en estos momentos tiene seis mil, es decir, seis veces 
más (…). 

 
  »Este decreto es justo, porque se basa en la capacidad 

ordinaria, porque hoy es Ceuta, Melilla y Canarias, pero mañana puede ser 
cualquier otro territorio. Las rutas cambian y con este real decreto, que es 
renovable, cualquier territorio estará amparado ante una contingencia 
migratoria (…). 

 
  »Además, el real decreto ley plantea pautas temporales 

razonables ante la respuesta que exigen menores que en estos momentos 
están hacinados en distintos territorios del país. Se establece un marco 
temporal de doce meses para los 4400 menores ―Canarias y Ceuta―, con sus 
derechos preservados ―audiencia al menor, informe de la fiscalía―, a la vez 
que, en tanto en cuanto se mantenga esa contingencia migratoria, los nuevos 
niños que lleguen a estos territorios podrán ser derivados en condiciones 
dignas, en un plazo de quince días, tras la afiliación y las comprobaciones 
pertinentes. Eso es atender el interés superior del menor, que no se atiende 
cuando están hacinados, sin escolarizar, sin cubrirse con todas las garantías 
sus necesidades personales (…)”. 
 
  c) Por lo que se refiere al expediente de elaboración de la norma, 
este Consejo debe advertir que en el expediente remitido no consta la memoria 
de análisis de impacto normativo ni ninguna otra documentación técnica en 
que se justifiquen las medidas que adopta la norma que se pretende recurrir. 
Se desconoce si la Administración consultante ha tenido acceso a la misma a 
la hora de elaborar la propuesta de acuerdo que nos ha enviado.  
 
  A este respecto, cabe destacar que el apartado VIII del preámbulo 
del RDL 2/2025, al analizar de forma sucinta la observancia de los principios 
de buena regulación en la tramitación y formulación del mismo, se refiere 
explícitamente al de trasparencia, y señala que, si bien la norma está exenta 
de la realización de los trámites de consulta pública y audiencia e información 
pública, “los objetivos que pretende este real decreto-ley están nítidamente 
explicados tanto (en) la parte expositiva del mismo como en la memoria que 
lo respalda”, memoria de la que no ha dispuesto este Consejo.   
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 Conforme a lo anterior, una vez examinadas las razones de necesidad 
expresadas en el preámbulo del RDL 2/2025 y en la presentación del mismo 
para su convalidación en el debate parlamentario, este Consejo Consultivo 
formula las siguientes conclusiones: 
 
 1ª) De cuanto ha quedado expuesto se desprende que el Gobierno sí 
ha aportado una presentación explícita y razonada de los motivos tenidos en 
cuenta para su iniciativa legislativa de urgencia. En concreto, el Gobierno se 
ha referido expresamente al presupuesto habilitante de este RDL 2/2025, 
ligándolo principalmente a la intensa llegada de niños y niñas migrantes desde 
el continente africano en los últimos tres años. Más en concreto, el preámbulo 
y la presentación parlamentaria coinciden en estimar que la llegada de aquellos 
a nuestro país ha aumentado en ese período un 221,4 %. En este sentido, no 
cabe negar que la situación que se trata de afrontar por medio del RDL 2/2025 
viene cualificada, al menos, por las notas de gravedad y relevancia 
determinantes de la necesidad, conforme a la doctrina reproducida más arriba.  
 
 Ahora bien, en los términos indicados, y sin perjuicio de las razones de 
necesidad explicitadas en el preámbulo del RDL 2/2025 y las expuestas en el 
debate de convalidación, no figura en el expediente remitido a este Consejo 
una memoria en la que se analice, con el detalle preciso, el impacto normativo 
de la norma que se pretende recurrir, ni ningún documento técnico, de 
carácter estadístico, numérico o similar, que permita a este Consejo tener por 
totalmente acreditadas las razones de extraordinaria y urgente necesidad 
aducidas. Reserva por la que, en su caso, una vez valore dicha documentación 
o constate definitivamente su ausencia, corresponderá a la Junta de Castilla y 
León ponderar si, a la vista de esa debilidad quedan o no suficientemente 
justificadas las motivaciones sobre existencia de esa necesidad, que sí figuran 
en el preámbulo de la norma y quedaron expuestas en sede parlamentaria.  
 
 2ª) La propuesta de acuerdo destaca que el propio preámbulo de la 
norma que pretende impugnarse reconoce que el problema de las personas 
menores extrajeras no acompañadas no es un fenómeno reciente, sino que 
existe con anterioridad y de modo agravado en los últimos 8 años. Asimismo, 
asegura que en realidad este RDL 2/2025 no implementa soluciones jurídicas 
y administrativas a corto plazo para solucionar la situación extraordinaria que 
se invoca, sino que prevé unas medidas que han de desenvolverse en meses, 
e incluso en años, a partir de la entrada en vigor de la norma. 
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 En primer lugar, este Consejo considera que es cierto que la entrada de 
personas menores de edad extranjeras no acompañadas en nuestro país no es 
una complicación reciente. Sin embargo, también observa que el RDL 2/2025 
pretende hacer frente a un específico problema migratorio que, efectivamente, 
sin ser nuevo, ha visto extraordinariamente incrementada su relevancia y 
gravedad durante los últimos años, como es público y notorio. En este sentido, 
tal y como ya se ha expuesto, en el preámbulo de la norma y en el debate 
para su convalidación se insiste, al hilo de la justificación de su presupuesto 
habilitante, que esa llegada a nuestras fronteras de niños y niñas migrantes 
desde el continente africano ha aumentado en los últimos años. Por lo que 
parece razonable pensar que esta circunstancia, sumada a la producida y 
acumulada en los años anteriores, constituye una situación real de contingencia 
migratoria extraordinaria. Lo que permitiría descartar en este concreto supuesto 
la existencia de un abuso o arbitrariedad en el empleo de la legislación 
extraordinaria. Punto en que, no obstante, este Consejo cree necesario reiterar 
la ausencia en el expediente remitido de una memoria y unos informes de 
naturaleza técnica que plenamente justifiquen dicha situación.  
 
 En otro orden de cosas, debe constatarse que la disposición adicional 
primera del RDL 2/2025 prevé que los criterios de aplicación del Plan de 
respuesta solidaria ante la situación de contingencia migratoria extraordinaria 
para la infancia y adolescencia migrante no acompañada deberán aprobarse 
en el plazo máximo de tres meses a partir de la entrada en vigor de aquel.   
 

Además, la disposición adicional segunda establece que “Las reubicaciones 
de personas menores de edad extranjeras no acompañadas que resulten 
necesarias como consecuencia de la aplicación de lo previsto en este real 
decreto-ley a la fecha de su entrada en vigor, deberán llevarse a cabo dentro 
del plazo máximo de un año a contar desde dicha fecha”. 
 

Y a mayor abundamiento, la disposición final segunda dispone que 
“Mediante real decreto se establecerán las actuaciones que deberán realizar 
las comunidades y ciudades autónomas de origen y destino para dar 
cumplimiento a las previsiones del Plan para la determinación de la ubicación 
de personas menores de edad extranjeras no acompañadas en los plazos 
establecidos, de modo que se protocolicen dichas actuaciones por real decreto 
en todo lo necesario para su realización con las necesarias garantías, de 
manera coordinada y ágil”. 
 

La propuesta de acuerdo sometida a consulta sostiene que estas 
previsiones temporales no están llamadas a modificar de forma instantánea la 
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situación jurídica existente en este momento, lo que obstaría la invocada 
urgente necesidad de la norma. 
 

Sin embargo, este Consejo no comparte la consideración de que la 
fijación de esos períodos temporales acredite la ausencia de extraordinaria y 
urgente necesidad en la aprobación de la norma que se pretende impugnar. 
 

El Tribunal Constitucional ha señalado de forma reiterada, al examinar 
la necesaria relación de congruencia entre las medidas adoptadas y la situación 
de urgencia definida, que las medidas que se incluyan en el decreto-ley han 
de ser, en principio, medidas concretas y de eficacia inmediata para hacer 
frente a la situación urgente de referencia (así, desde la STC 29/1982, FFJJ 3 
y 4). Sin embargo, esta exigencia de inmediatez no ha sido obstáculo para 
admitir que, en determinados supuestos, pueda aplazarse la aplicación de las 
medidas adoptadas por razones técnicas. En otras palabras, se ha aceptado 
que la inmediatez en la respuesta a la situación de extraordinaria y urgente 
necesidad sea complementada con alguna cautela de transitoriedad por 
razones técnicas (STC 23/1993, FFJJ 4 y 6), o por la necesidad de dejar 
transcurrir un tiempo entre la aprobación de la legislación de urgencia y su 
entrada en vigor para organizar las estructuras y servicios de los destinatarios 
de la norma (STC 86/2016, de 28 de abril, FJ 3). 
 
 En el supuesto analizado, como se ha dicho, el legislador de urgencia 
ha considerado necesario establecer, en las disposiciones adicionales del RDL 
2/2025, unos plazos máximos de tres meses y de un año (a partir de su entrada 
en vigor), respectivamente, para aprobar los criterios de aplicación del Plan de 
respuesta solidaria ante la situación de contingencia migratoria extraordinaria, 
y para llevar a cabo las reubicaciones de personas menores de edad extranjeras 
no acompañadas necesarias como consecuencia de la aplicación del RDL 
2/2025. Y asimismo establecer, en la disposición final segunda de la norma, 
que mediante real decreto se fijarán las actuaciones que deberán realizar las 
comunidades y ciudades autónomas de origen y destino para dar cumplimiento 
a las previsiones del Plan para la determinación de la ubicación de personas 
menores de edad extranjeras no acompañadas en los plazos establecidos. 
 

Siendo esto cierto, también lo es que la propuesta de acuerdo 
presentada por la Administración consultante no aporta motivación suficiente 
para considerar este proceder como irrazonable, máxime teniendo en cuenta 
que las modificaciones normativas introducidas implican una serie de actuaciones 
que deberán desarrollar las comunidades y las ciudades autónomas dirigidas 
a preservar los derechos de los menores. Además, la demora que suponen 
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estas medidas no constituye un retraso tal como para desvirtuar la urgencia 
declarada en la adopción de las mismas. 
 
 De todo lo expuesto, concluimos que resulta acreditado que el Gobierno 
ha ofrecido una presentación explícita y razonada de los motivos para la 
aprobación del RDL 2/2025, en términos concretamente referidos al contenido 
de referida norma y, por lo tanto, no genéricos, estereotipados o rituales. 
Dicha presentación, y la justificación que de ella se ha hecho, no parece que 
pueda considerarse insuficiente, abusiva o arbitraria desde la perspectiva del 
control externo que compete realizar al Tribunal Constitucional, un control que 
debe circunscribirse “a verificar, pero no a sustituir, el juicio político o de 
oportunidad que corresponde al Gobierno y al Congreso de los Diputados” 
(STC 182/1997, de 28 de octubre, FJ 3), pudiendo rechazar la definición que 
aquellos hayan hecho de una situación como de extraordinaria y urgente 
necesidad solamente “en supuestos de uso abusivo y arbitrario” (STC 29/1982, 
FJ 3). 
 

No obstante lo cual, igualmente ha resultado acreditada la falta en el 
expediente remitido a este órgano consultivo de una memoria de análisis de 
impacto normativo que contenga una justificación pormenorizada de la 
urgencia, específicamente referida a las medidas contenidas en el RDL 2/2025. 
Además, al margen de lo dicho al respecto en el preámbulo de la misma, 
tampoco nos consta la existencia de informes o documentación alguna, con 
los datos y pruebas adecuados, que permitan a este Consejo tener por  plena 
e indubitablemente acreditada la justificación que se contiene en el preámbulo 
de la norma para esta reacción legislativa de urgencia. Por todo lo cual, a la 
vista de las observaciones que acaban de formularse, y analizada en su caso 
aquella documentación o el alcance de su ausencia, corresponde a la Junta de 
Castilla y León, en todo caso con una argumentación mucho más exhaustiva 
y pormenorizada que la recogida de forma escueta en la propuesta de acuerdo 
remitida, valorar si los motivos presentados de forma explícita y razonada por 
el Gobierno justifican o no la existencia de la situación de extraordinaria y 
urgente necesidad habilitadora del recurso contra el RDL 2/2025 como fuente 
de producción normativa. 
 
 2ª) Materia reservada a ley orgánica. 
 
 La propuesta de acuerdo sometida a esta consulta sostiene que las 
medidas contenidas en el RDL 2/2025 infringen la reserva de ley orgánica 
prevista en el artículo 81.1 de la CE para las materias relativas al desarrollo de 
los derechos fundamentales. Argumenta, a estos efectos, que atendiendo la 
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doctrina del Tribunal Constitucional sobre el alcance de dicha reserva y al 
contenido del RDL 2/2025 “son los artículos 15 y 19 de la Constitución los que 
podrían considerarse vulnerados en relación con el artículo 81.1 de la CE”. 
 

Tras analizar brevemente el régimen jurídico del interés superior del 
menor, la propuesta de acuerdo destaca que el RDL 2/2025 que se pretende 
recurrir “hace una valoración del interés general de los menores extranjeros 
no acompañados como grupo, como colectivo sin personalidad jurídica, al que 
se le reconocen determinados derechos en consonancia con lo previsto en la 
legislación vigente, derechos que no son predicables respecto del colectivo 
sino de manera individual respecto de cada una de las personas que conforman 
el mismo”. Una “declaración general” que incumpliría lo previsto en el artículo 
2.4 de la Ley Orgánica 1/1996, de 15 de enero, de Protección Jurídica del 
Menor, de modificación parcial del Código Civil y de la Ley de Enjuiciamiento 
Civil, que establece que “En caso de concurrir cualquier otro interés legítimo 
junto al interés superior del menor deberán priorizarse las medidas que, 
respondiendo a este interés, respeten también los otros intereses legítimos 
presentes”. 
 

Según la propuesta de acuerdo, “El desplazamiento masivo y forzoso 
de menores extranjeros no acompañados a Castilla y León, no solo va afectar 
a estos menores desplazados, pues no va a ser posible garantizar que las 
condiciones de acogimiento se lleven a cabo en los términos que la legislación 
de Castilla y León prevé para la atención de menores dentro del sistema de 
atención a la infancia, ante la dificultad para generar espacios adecuados y 
dotar a los mismos de profesionales especialmente cualificados en materia de 
atención a la infancia, sino que también va a influir de forma directa en el resto 
de menores del sistema de protección a la infancia de esta Comunidad 
Autónoma, tanto por la convivencia forzada con menores que presentan 
diferentes necesidades y que en condiciones normales deberían estar en 
recursos distintos y adaptados a sus perfiles, como por verse obligados a 
convivir con mayores de edad (téngase presente que como más adelante se 
señala, en 2023 casi el 43 % de las pruebas de determinación de edad dieron 
como resultado la mayoría de edad), como por la detracción presupuestaria 
que supondrá la ausencia de financiación adecuada para hacer frente a su 
atención”. 
 

Por otro lado, la propuesta de acuerdo expone que “el derecho a la 
protección y asistencia a los menores de edad en situación de abandono 
previsto en la Convención sobre los derechos del niño (artículo 20) se 
encuentra conectado con el derecho a la dignidad y el libre desarrollo de la 
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personalidad reconocido en el artículo 10.1 CE, y con el derecho a la vida y a 
la integridad física y moral contemplado en el artículo 15 CE, siendo así que la 
protección y asistencia por parte del Estado, a través de las instituciones 
públicas de guarda y tutela, constituye un derecho necesario para garantizar 
la dignidad, el libre desarrollo de la personalidad y la integridad física y moral, 
cuando no la vida, de los menores de edad abandonados o privados de su 
medio familiar (STC 43/2025)”. Y por este razonamiento concluye que “de 
conformidad con el artículo 86 CE esta materia no es susceptible de regulación 
mediante decreto-ley, por cuanto afecta a derechos, deberes y libertades de 
los ciudadanos regulados en el Título I, cuyo desarrollo debe llevarse a cabo 
por ley orgánica (artículo 81 CE)”. 
 

Junto a lo anterior, la propuesta de acuerdo sostiene que el RDL 2/2025 
vulnera el artículo 19 de la CE, que reconoce el derecho de los españoles “a 
elegir libremente su residencia y a circular por el territorio nacional”. En este 
sentido, recordando que el artículo 13.1 de la CE dispone que “Los extranjeros 
gozarán en España de las libertades públicas que garantiza el presente Título 
en los términos que establezcan los tratados y la ley”, considera que el citado 
“artículo 19 de la CE puede entenderse desarrollado directamente por el RDL 
vulnerándose el artículo 81.1 de la CE, al tratarse de una materia reservada a 
la ley orgánica”. 
 

1. Doctrina aplicable. 
 

Una vez fijadas las argumentaciones contenidas en la propuesta de 
acuerdo sometida a consulta, este Consejo considera de interés realizar una 
somera síntesis de la doctrina del Tribunal Constitucional en relación con la 
concreta reserva establecida en el artículo 81.1 de la CE. Un análisis que se 
centra en los siguientes tres aspectos: A) el principio de interpretación 
restrictiva aplicable a la referida reserva a los fines de preservar el principio 
democrático y evitar petrificaciones del ordenamiento jurídico; B) el criterio 
delimitador general del ámbito de la reserva, basado en el binomio desarrollo 
directo/regulación complementaria, con específica referencia a su significado 
particular en el ámbito de las restricciones de derechos fundamentales; y C) 
los criterios interpretativos auxiliares que, de acuerdo con la doctrina más 
reciente del Tribunal, sirven para perfilar en cada caso concreto ese criterio 
delimitador general. 
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A) Principio de interpretación restrictiva. 
 

El Tribunal Constitucional ha rechazado la posibilidad de interpretar de 
un modo puramente formal las distintas reservas de ley orgánica contenidas 
en el texto constitucional, pues una interpretación de ese tipo “llevada a su 
extremo, (…) podría producir en el ordenamiento jurídico una petrificación 
abusiva en beneficio de quienes en un momento dado gozasen de la mayoría 
parlamentaria suficiente y en detrimento del carácter democrático del Estado” 
(SSTC 76/1983, de 5 de agosto, FJ 2 b); 224/1993, de 1 de julio, FJ 2; y 
127/1994, de 5 de mayo, FJ 3). 
  
 Por ello, el Tribunal Constitucional ha advertido, desde la temprana STC 
5/1981, de 13 de febrero (reiterado, entre otras, en SSTC, 173/1998, de 23 
de julio, FJ 7; 124/2003, de 19 de junio, FJ 11; y 135/2006, de 27 de abril, FJ 
2 c), que ha de aplicarse un criterio restrictivo para determinar el alcance 
material de la reserva del artículo 81.1 de la CE referida al “desarrollo de los 
derechos fundamentales”. Criterio de interpretación estricta que se despliega 
en una doble vertiente: 
  

a) Desde el punto de vista de los derechos objeto de la reserva, 
supone que la referencia contenida en el art. 81.1 de la CE a los derechos 
fundamentales, sin mayor especificación, ha de entenderse únicamente referida 
a los comprendidos dentro de la sección primera, capítulo II, título I de la propia 
CE (por todas, STC 116/1999, de 17 de junio, FJ 4). 
 

b) En lo relativo a la delimitación del alcance de la reserva, implica 
que esta comprende exclusivamente el “desarrollo normativo inmediato de la 
Constitución en aquellos aspectos básicos o fundamentales del orden 
constitucional” que suponen un “complemento indispensable o necesario de la 
obra del constituyente” (STC 173/1998, FJ 7), y ello en la medida en que la 
legislación orgánica prevista en el artículo 81.1 de la CE es una suerte de 
“legislación extraordinaria o excepcional” que busca perfilar aspectos que en 
el texto constitucional quedan plasmados a través de fórmulas abiertas (SSTC 
169/1987, de 27 de octubre, FJ 2; y 173/1998, de 23 de julio, FJ 6). 
 
 B) La regulación de los elementos esenciales y su significado concreto 
en el ámbito de las restricciones de derechos fundamentales. 
 

La reserva de ley orgánica se refiere únicamente a la regulación de un 
derecho fundamental o de una libertad pública “que desarrolle la Constitución 
de manera directa” (STC 135/2006, de 27 de abril, FJ 2 c). Este concepto de 
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“desarrollo directo” ha sido objeto de delimitación en nuestra doctrina, tanto 
con carácter general como en relación con los supuestos particulares en los 
que una norma legal introduce medidas concretas de intervención restrictivas 
de los derechos fundamentales comprendidos en la sección primera, capítulo 
II, título I de la CE: 
 

a) Con carácter general, la doctrina del Tribunal Constitucional 
ha identificado el concepto de “desarrollo directo” con “determinados aspectos 
esenciales para la definición del derecho” y con “la previsión de su ámbito y la 
fijación de sus límites en relación con otras libertades constitucionalmente 
protegidas” (SSTC 173/1998, de 23 de julio, FJ 7; 129/1999, de 1 de julio, FJ 
2; 53/2002, de 27 de febrero, FJ 12; y 133/2006, de 27 de abril, FJ 2). 
 

El alcance material del concepto de “desarrollo” de los derechos 
fundamentales contemplado en el artículo 81.1 de la CE se refiere, en definitiva, 
a la determinación del alcance o extensión del derecho mismo, lo que comprende 
la regulación de los aspectos más consustanciales del derecho que se trate, la 
delimitación de su interferencia con otros derechos fundamentales, y la 
restricción de su ámbito material por razón de la protección de bienes jurídicos 
que necesariamente han de ser salvaguardados para preservar el interés 
colectivo. Todo lo cual puede efectuarse mediante una “regulación directa, 
general y global” del derecho fundamental, o mediante una regulación “sectorial, 
pero, igualmente, relativa a aspectos esenciales del derecho, y no, por parcial, 
menos directa o encaminada a contribuir a la delimitación y definición legal del 
derecho” (por todas, STC 135/2006, de 27 de abril, FJ 2, c; y la reciente STC 
136/2024, de 5 de noviembre). 
 

No puede considerarse, en cambio, como “desarrollo directo” a 
efectos del artículo 81.1 de la CE la regulación de aspectos “que simplemente 
afectan a elementos no necesarios sin incidir directamente sobre su ámbito y 
límites” (STC 135/2006, FJ 2 b), pues “desarrollar no puede equipararse a 
simplemente afectar” (por todas, STC 129/1999, de 1 de julio, FJ 2). 
 

b) La distinción entre elementos esenciales, reservados al 
legislador orgánico por referirse al ámbito y los límites del derecho, y aspectos 
complementarios, que no inciden directamente en la fijación de dicho ámbito 
y límites, tiene, en nuestra doctrina, una plasmación específica en el concreto 
caso de las restricciones de derechos fundamentales. En este ámbito 
específico, la reserva constitucionalmente reconocida al legislador de los 
derechos fundamentales en general, tanto orgánico (artículo 81.1 de la CE) 
como ordinario (artículo 53.1 de la CE), es especialmente exigente, pues la ley 
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es “la única habilitada por la Constitución para fijar los límites a los derechos 
fundamentales”, de modo que la fijación de los límites de un derecho 
fundamental (…) no es un lugar idóneo para la colaboración entre la ley y las 
normas infralegales”, salvo en aspectos de carácter secundario y auxiliar (SSTC 
83/1984, de 24 de julio, FJ 4; 137/1986, de 6 de noviembre, FJ 3; 254/1994, 
de 15 de septiembre, FJ 5; y 292/2000, de 30 de noviembre, FJ 11). 
 
  A su vez, el Tribunal Constitucional ha delimitado la esfera de esa 
colaboración internormativa entre ley orgánica y ley ordinaria en este ámbito, 
distinguiendo, con carácter general, entre la restricción propiamente dicha, 
esto es, la determinación del supuesto de hecho y su consecuencia limitativa, 
contenido este que, por afectar al ámbito o alcance del derecho fundamental 
concernido ha considerado “desarrollo directo”, sujeto a la reserva de ley 
orgánica, y las normas procedimentales que permiten su efectiva ejecución, 
las cuales, por no afectar al ámbito o alcance del derecho, pertenecerían ya al 
espacio de regulación propia de ley ordinaria. Así, en las SSTC 129/1999, de 1 
de julio, FJ 2; 131/2010, de 2 de diciembre, FJ 4; y 132/2010, de 2 de 
diciembre, FJ 2, se considera, en relación con el internamiento de personas 
aquejadas de un trastorno psíquico, que debe diferenciarse, de un lado, la 
norma que establece la concreta medida de intromisión o restricción, que está 
sometida a la reserva de ley orgánica, y, de otro, las “reglas procedimentales”, 
que, en principio, no pueden considerarse, por sí mismas, regulación directa 
del derecho fundamental, pues no están encaminadas “a la delimitación y 
definición del mismo”. Estas últimas están, por ello, excluidas del “ámbito 
reservado a la ley orgánica”. 
 

C) Criterios interpretativos auxiliares. 
 

El criterio distintivo general, basado en el binomio desarrollo 
directo/regulación complementaria, no siempre “puede ser aplicado de forma 
mecánica, ya que con suma frecuencia resulta difícil distinguir dónde acaba el 
desarrollo del derecho en cuanto tal y dónde comienza la regulación de la 
materia sobre la que este se proyecta” (SSTC 173/1998, de 23 de julio, FJ 7; 
y 135/2006, de 27 de abril, FJ 2 c). De ahí que la doctrina del Tribunal 
Constitucional haya establecido pautas interpretativas complementarias, que 
sirven de auxilio hermenéutico para determinar el alcance específico del 
ámbito de “desarrollo directo” de los derechos fundamentales: 
 

a) En primer lugar, aunque es cierto que “la reserva de ley 
orgánica no puede interpretarse de forma tal que cualquier materia ajena a 
dicha reserva por el hecho de estar incluida en una ley orgánica haya de gozar 



 

32 
 

definitivamente del efecto de congelación de rango y de la necesidad de una 
mayoría cualificada para su ulterior modificación (art. 81.2 CE), pues tal efecto 
puede y aún debe ser excluido” (por todas, STC 5/1981, de 13 de febrero, FJ 
21 A), eso no significa que el propio legislador orgánico no tenga, a la postre, 
un cierto margen de configuración. El legislador orgánico puede “concretar con 
mayor o menor intensidad el ámbito de la reserva”, circunstancia que, 
indudablemente, facilita el enjuiciamiento de constitucionalidad frente a los 
casos en los que, por no existir regulación orgánica sobre la materia, “el 
contraste (…) debe hacerse con el contenido abstracto de la reserva de ley 
orgánica” (STC 173/1998, de 23 de julio, FJ 7). Por ello,  el criterio delimitador 
seguido por el legislador orgánico al definir su propio ámbito de regulación 
también constituye un criterio hermenéutico auxiliar. 
 

b) En segundo lugar, en los casos en los que la diferenciación 
entre “desarrollo directo” y regulación complementaria no resulta, prima facie, 
claramente diferenciable, “la inclusión en una u otra categoría dependerá del 
grado más o menos intenso de proximidad con uno u otro ámbito” (SSTC 
173/1998, de 23 de julio, FJ 7, y 135/2006, de 27 de abril, FJ 2 c). Por lo tanto, 
cuando la norma regulada no admite una subsunción evidente en alguna de 
las dos categorías, debe examinarse si, por sus propias características, tiene 
una relación más directa con el ámbito material y límites del derecho o con las 
reglas complementarias que facilitan su aplicación práctica. 
 
 2. La exigencia de una ley orgánica, ex artículo 81 de la CE, en relación 
con la limitación o restricción de los derechos mencionados en la propuesta de 
acuerdo: artículos 15 y 19 de la CE. 
 
 El preámbulo RDL 2/2025 establece expresamente  en su apartado VII 
(párrafo duodécimo) que “ninguno de los preceptos recogidos en este Real 
Decreto-ley tiene naturaleza orgánica, motivo por el cual no resulta necesaria 
una modificación de lo dispuesto en la disposición final cuarta de la LOEx, 
referida a los preceptos de la ley que tienen naturaleza orgánica, y aquéllos 
que no tienen dicha naturaleza de ley orgánica”. 
 
 La referida disposición final cuarta de la LOEx establece en su apartado 
primero que “Tienen naturaleza orgánica los preceptos contenidos en los 
siguientes artículos de esta Ley: 1, 2, 3, 4.1, 4.3, 5, 6, 7, 8, 9, 11, 15, 16, 17, 
18, 18 bis, 19, 20, 21, 22.1, 23, 24, 25, 25 bis, 27, 29, 30, 30 bis, 31, 31 bis, 
33, 34, 36, 37, 39, 40, 41, 42, 53, 54, 55, 57, 58, 59, 59 bis, 60, 61, 62, 62 
bis, 62 ter, 62 quáter, 62 quinquies, 62 sexies, 63, 63 bis, 64, 66, 71, las 
disposiciones adicionales tercera a octava y décima y las disposiciones finales”. 
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A continuación, concreta en su apartado segundo que “Los preceptos no 
incluidos en el apartado anterior no tienen naturaleza orgánica”. 
 
 En consecuencia, el artículo 35 de la LOEx, relativo a “los menores no 
acompañados”, no tiene naturaleza orgánica sino ordinaria. En este punto, 
conviene recordar que mediante este RDL 2/2025 se adicionan al citado 
artículo 35 de la LOEx los artículos 35 bis, 35 ter, 35 quáter y 35 quinquies 
(apartados uno a cuatro del artículo único del RDL 2/2025). Por tanto, una 
interpretación meramente formal de la norma que se pretende recurrir, en 
relación con los preceptos de naturaleza ordinaria de la LOEx a los que se 
vincula, permitiría excluir, en principio, la exigencia de ley orgánica para la 
regulación de la materia contenida en la misma, al afectar o estar relacionada 
con preceptos de naturaleza ordinaria de la LOEx.  
 
 Ahora bien, tal y como resulta de la doctrina expuesta, solo el contenido 
concreto de la propia norma puede determinar si, en efecto, estamos ante una 
regulación que afecta a los derechos fundamentales señalados en la propuesta 
de acuerdo que estamos examinando, estos son, el derecho a la vida y a la 
integridad física y moral reconocido en el artículo 15 de la CE, y el derecho a 
elegir libremente la residencia y a circular por el territorio nacional regulado 
en el artículo 19 de la CE. 
 
  2.1. Vulneración del artículo 15 de la CE. 
 
 El artículo 15 de la CE establece que “Todos tienen derecho a la vida y 
a la integridad física y moral, sin que, en ningún caso, puedan ser sometidos 
a tortura ni a penas o tratos inhumanos o degradantes. Queda abolida la pena 
de muerte, salvo lo que puedan disponer las leyes penales militares para 
tiempos de guerra”. 
 

El derecho a la integridad personal protege, de acuerdo con nuestra 
doctrina constitucional, “la inviolabilidad de la persona, no solo contra ataques 
dirigidos a lesionar su cuerpo o espíritu, sino también contra toda clase de 
intervención en esos bienes que carezca del consentimiento de su titular” (por 
todas, SSTC 120/1990, de 27 de junio, FJ 8; y 207/1996, de 16 de diciembre, 
FJ 2), frente a cualquier injerencia, en definitiva, que sea concebida como 
acción esencialmente positiva de terceros sobre el sustrato corporal o espiritual 
de la persona. Junto a esa dimensión “negativa”, enunciada en términos de 
incolumidad o derecho de defensa, nuestra doctrina constitucional también ha 
subrayado la “dimensión positiva” que tiene el derecho a la integridad física y 
moral “en relación con el libre desarrollo de la personalidad, orientada a su 
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plena efectividad” (en este sentido, entre otras, SSTC 221/2002, de 25 
noviembre, FJ 4; 220/2005, de 12 de septiembre, FJ 4; 62/2007, de 27 de 
marzo, FJ 3; y 160/2007, de 2 de julio, FJ 2). En esa vertiente positiva, el 
derecho a la integridad personal presenta un significado primordial como 
derecho de autodeterminación individual que protege la esencia de la persona 
como sujeto con capacidad de decisión libre y voluntaria, resultando vulnerado 
cuando se mediatiza o instrumentaliza al individuo, olvidando que toda 
persona es un fin en sí mismo (SSTC 181/2004, de 2 de noviembre, FJ 13, y 
34/2008, de 25 de febrero, FJ 5). 
 
 Sobre la base de esta configuración constitucional, la propuesta de 
acuerdo sometida a consulta no justifica de qué forma el derecho a la vida y 
a la integridad física y moral se encuentra restringido o excluido por la 
regulación contenida en el RDL 2/2025. En este sentido, tal y como ya se ha 
dicho, la propuesta de acuerdo se limita a argumentar que “el desplazamiento 
masivo y forzoso de menores extranjeros no acompañados a Castilla y León, 
no solo va afectar a estos menores desplazados, pues no va a ser posible 
garantizar que las condiciones de acogimiento se lleven a cabo en los términos 
que la legislación de Castilla y León prevé para la atención de menores dentro 
del sistema de atención a la infancia (…) sino que también va a influir de forma 
directa en el resto de menores del sistema de protección a la infancia de esta 
Comunidad Autónoma, tanto por la convivencia forzada con menores que 
presentan diferentes necesidades y que en condiciones normales deberían estar 
en recursos distintos y adaptados a sus perfiles, como por verse obligados a 
convivir con mayores de edad (…) como por la detracción presupuestaria que 
supondrá la ausencia de financiación adecuada para hacer frente a su atención”.  
 
 Sin mayor apoyo probatorio, la propuesta viene a realizar una serie de 
afirmaciones que, a criterio de este Consejo, no explican que las medidas 
contenidas en el RDL 2/2025 puedan suponer un riesgo, aunque sea meramente 
potencial, de intromisión ilegítima en el derecho fundamental a la vida y a la 
integridad física y moral de los menores que se pretenden desplazar, ni de los 
menores que se encuentran actualmente incluidos en el sistema de protección 
a la infancia de nuestra Comunidad. Y además, los motivos que se indican en 
la propuesta tampoco acreditan que la regulación contenida en el RDL 2/2025 
suponga un desarrollo directo del derecho fundamental previsto en el artículo 
15 de la CE.  
 

Como ya se recordó más arriba, la presunción de constitucionalidad de 
normas con rango de ley no puede desvirtuarse sin una argumentación 
suficiente, por lo que no son admisibles las impugnaciones globales carentes 
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de un razonamiento desarrollado que las sustente (SSTC 43/1996, de 14 de 
marzo, FJ 5; 233/1999, de 16 de diciembre, FJ 2; 245/2004, de 16 de 
diciembre, FJ 3; 100/2005, de 19 de abril, FJ 3; y 13/2007, de 18 de enero, FJ 
1). Y en este sentido, solo cabe concluir que la propuesta de acuerdo 
examinada no aporta una explicación razonada y suficiente sobre la supuesta 
vulneración del artículo 15 de la CE, a la que incluso se alude en ella de una 
manera meramente potestativa (“podrían” en el folio 73 del expediente). 
 
 Por todo lo señalado, y en relación con la expresada “vulneración del 
artículo 15 de la CE en relación con el artículo 81.1 y 86.1 de la CE”, la misma 
no puede estimarse suficientemente explicada y fundamentada en la propuesta 
de acuerdo analizada, por lo que, de mantenerse dicho motivo de impugnación 
en el recurso que se pretende formular, sería imprescindible dotarla de una 
argumentación suficiente que la sustente, y que permita, prima facie, al 
Tribunal Constitucional entrar en su examen. 
 
  2.2. Vulneración del artículo 19 de la CE. 
 
 El artículo 19 de la CE establece que “Los españoles tienen derecho a 
elegir libremente su residencia y a circular por el territorio nacional. Asimismo, 
tienen derecho a entrar y salir libremente de España en los términos que la 
ley establezca. Este derecho no podrá ser limitado por motivos políticos o 
ideológicos”. 
 
 Este artículo reconoce, con la categoría de derecho fundamental, tres 
libertades: la de circulación, la de residencia y la de entrar y salir de España. 
El derecho a circular libremente por el territorio español comporta básicamente 
una abstención o no injerencia de los poderes públicos en el ir y venir de los 
ciudadanos dentro de España, injerencia que requiere habilitación legal expresa 
(SSTC 85/1989, de 10 de mayo, FJ 3; 169/2001, de 16 de julio, FJ 6; y 
184/2003, de 23 de octubre, FJ 6 b). Además, el Tribunal Constitucional pone 
habitualmente en conexión este artículo 19 de la CE con el artículo 139.2 de 
la misma, que prohíbe a cualquier autoridad adoptar medidas que, directa o 
indirectamente, obstaculicen la libertad de circulación y establecimiento de las 
personas y los bienes en todo el territorio nacional. 
 
 El Tribunal Europeo de Derechos Humanos, en la Decisión de 13 de abril 
de 2021 (asunto Terheş c. Rumanía), señala que, para determinar si estamos 
ante una afectación de la libertad deambulatoria o de la libertad de circulación, 
es necesario partir de su situación concreta y tener en cuenta un conjunto de 
criterios como el tipo, la duración, los efectos y las modalidades de ejecución 
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de la medida en cuestión, que deben examinarse de manera “acumulada y 
combinada” (§36). 
 

Por otro lado, el artículo 13 de la CE establece que “Los extranjeros 
gozarán en España de las libertades públicas que garantiza el presente Título 
en los términos que establezcan los tratados y la ley”. La STC 24/2000, 31 de 
enero, establece, en relación con el artículo 19 de la CE, que “los extranjeros 
solo gozan del derecho a residir en España en virtud de autorización concedida 
por autoridad competente, de conformidad con los Tratados internacionales y 
la ley (arts. 13 y 19 CE, SSTC 99/1985, de 30 de septiembre, FJ 2, y 94/1993, 
de 22 de marzo, FJ 3; y Declaración de 1 de junio de 1992, relativa al Tratado 
de la Unión Europea). Por tanto, es lícito que la Ley de Extranjería subordine 
el derecho de los extranjeros a residir en España al cumplimiento de 
determinadas condiciones (…)”. 
 

La propuesta de acuerdo, tras citar los artículos 19 y 13 de la CE, alude 
a la Declaración Universal de Derechos Humanos de la ONU, de 10 de 
diciembre de 1948, que proclama que “toda persona tiene derecho a circular 
libremente y a elegir su residencia en el territorio de un Estado”. Considera 
acertadamente que la expresión “toda persona” comprende a los menores 
extranjeros no acompañados, sin perjuicio de las posibles limitaciones que “de 
dichas libertades fundamentales pueda establecer el legislador en razón del 
superior interés del menor que debe prevalecer en todo caso”. Y, por estos 
argumentos, concluye que el RDL 2/2025 afecta a las previsiones del artículo 
19 de la CE y, por tanto, “puede entenderse que la norma que pretende 
impugnarse sí debería tener rango de ley orgánica”. 
 

De lo expuesto, este Consejo considera evidente que la propuesta de 
acuerdo sometida a consulta no ofrece una argumentación suficiente y 
detallada sobre los motivos por los que entiende que las medidas contenidas 
en el RDL 2/2025 suponen un desarrollo del derecho fundamental regulado en 
el artículo 19 de la CE, ni explica de qué manera inciden en la determinación 
del alcance o extensión del derecho mismo. Es decir, no fundamenta las razones 
por las que puede entenderse que el RDL 2/2025 contiene una regulación 
directa, general y global del derecho fundamental previsto en el artículo 19 de 
la CE, reservada a ley orgánica, o una regulación sectorial igualmente relativa 
a aspectos esenciales del derecho. 
 

El artículo 35 de la LOEx regula el derecho de circulación y la residencia 
de los menores no acompañados. Así, en su apartado tercero establece que “En 
los supuestos en que los Cuerpos y Fuerzas de Seguridad del Estado localicen 
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a un extranjero indocumentado cuya minoría de edad no pueda ser establecida 
con seguridad, se le dará, por los servicios competentes de protección de 
menores, la atención inmediata que precise, de acuerdo con lo establecido en 
la legislación de protección jurídica del menor, poniéndose el hecho en 
conocimiento inmediato del Ministerio Fiscal, que dispondrá la determinación 
de su edad, para lo que colaborarán las instituciones sanitarias oportunas que, 
con carácter prioritario, realizarán las pruebas necesarias”.  
 

A mayor abundamiento, los apartados séptimo y octavo del citado 
artículo 35 de la LOEx establecen lo siguiente:  
 

“7. Se considerará regular, a todos los efectos, la residencia de 
los menores que sean tutelados en España por una Administración Pública o 
en virtud de resolución judicial, por cualquier otra entidad. A instancia del 
organismo que ejerza la tutela y una vez que haya quedado acreditada la 
imposibilidad de retorno con su familia o al país de origen, se otorgará al menor 
una autorización de residencia, cuyos efectos se retrotraerán al momento en 
que el menor hubiere sido puesto a disposición de los servicios de protección 
de menores. La ausencia de autorización de residencia no impedirá el 
reconocimiento y disfrute de todos los derechos que le correspondan por su 
condición de menor. 
 

»8. La concesión de una autorización de residencia no será 
obstáculo para la ulterior repatriación cuando favorezca el interés superior del 
menor, en los términos establecidos en el apartado cuarto de este artículo”. 
 

En consecuencia, el artículo 35 de la LOEx desarrolla los trámites a 
seguir para la protección del menor no acompañado. Por tanto, cualquier 
medida adoptada en relación con los menores extranjeros no acompañados 
encuentra, precisamente, su fundamento en lo establecido en la LOEx, y en 
particular, en dicho artículo 35, así como en las disposiciones incorporadas por 
el RDL 2/2025, que viene así a completar la regulación normativa de los 
menores extranjeros no acompañados. Esta circunstancia parece que permite 
concluir que las medidas establecidas por este RDL 2/2025 no suponen un 
desarrollo del derecho constitucional previsto en el artículo 19 de la CE, siendo 
propiamente reglas procedimentales que, en principio, no pueden considerarse, 
por sí mismas, regulación directa del derecho fundamental regulado en el 
artículo 19 de la CE, pues no están encaminadas a la delimitación y definición 
del mismo.  
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En cualquier caso, y en los términos que ya se han expuesto, este 
Consejo no constata la existencia en la propuesta de acuerdo de una motivación 
suficiente para afirmar “la vulneración del artículo 19 de la CE en relación con 
el artículo 81.1 y 86.1 de la CE”, por lo que, de mantener la Administración 
consultante dicho motivo de impugnación en el recurso que se pretende, sería 
imprescindible que la dotara de la argumentación suficiente que la sustente, y 
que haga posible que el Tribunal Constitucional, prima facie, entre en su 
examen. 
  

3ª) Invasión de competencias exclusivas de la Comunidad de 
Castilla y León. 

 
El RDL 2/2025 establece en su disposición final primera que la norma 

“se dicta al amparo del artículo 149.1, apartados 1ª y 2ª, de la Constitución 
Española, que atribuyen al Estado la competencia exclusiva sobre la regulación 
de las condiciones básicas que garanticen la igualdad de todos los españoles en 
el ejercicio de los derechos y en el cumplimiento de los deberes constitucionales, 
y en las materias de inmigración y extranjería, respectivamente”. 

 
Pues bien, la propuesta de acuerdo sometida a dictamen considera que 

el RDL 2/2025 vulnera precisamente ese artículo 149.1, apartados 1ª y 2ª, de 
la CE, así como también el artículo 148.1.20ª de la misma (que permite a las 
comunidades autónomas asumir competencias en materia de asistencia social). 

 
A) En primer lugar, la propuesta de acuerdo entiende que el RDL 2/2025 

que pretende recurrirse no puede ampararse en la competencia exclusiva 
estatal prevista en el artículo 149.1.1ª de la CE. Un motivo de impugnación 
cuyo análisis exige partir de la doctrina sentada por el Tribunal Constitucional 
en relación con el alcance de esa competencia exclusiva atribuida al Estado. 

 
Así, la STC 184/2012, de 17 de octubre, cita la STC 188/2001, de 20 de 

septiembre, FJ 12, donde se recuerda que “desde una perspectiva de 
delimitación negativa, hemos manifestado, en lo que aquí interesa, que el art. 
149.1.1 CE `no ha atribuido al Estado la fijación de las bases sobre los 
derechos y libertades constitucionales, sino sólo el establecimiento -eso sí, 
entero- de aquellas condiciones básicas que tiendan a garantizar la igualdad´, 
de manera que `su regulación no puede suponer una normación completa y 
acabada del derecho y deber de que se trate y, en consecuencia, es claro que 
las Comunidades Autónomas, en la medida en que tengan competencia sobre 
la materia, podrán aprobar normas atinentes al régimen jurídico de ese 
derecho´[STC 61/1997, de 20 de marzo, FJ 7 a)]. En cuanto a su delimitación 
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positiva, hemos dicho en la misma Sentencia que `las condiciones básicas 
hacen referencia al contenido primario (STC 154/1988) del derecho, a las 
posiciones jurídicas fundamentales (facultades elementales, límites esenciales, 
deberes fundamentales, prestaciones básicas, ciertas premisas o presupuestos 
previos). En todo caso, las condiciones básicas han de ser las imprescindibles 
o necesarias para garantizar esa igualdad, que no puede consistir en una 
igualdad formal absoluta. Como hemos insistido, si por condiciones básicas 
hubiera de entenderse cualquier condición material, obligado sería concluir 
que esa interpretación tan amplia habría de conducir a un solapamiento con 
otras competencias estatales explicitadas en el art. 149.1 CE o, lo que es peor, 
a una invasión de las competencias autonómicas´. En conclusión, según nuestra 
doctrina, el art. 149.1.1 CE `constituye un título competencial autónomo, 
positivo o habilitante, constreñido al ámbito normativo, lo que permite al Estado 
una regulación, aunque limitada a las condiciones básicas que garanticen la 
igualdad, que no el diseño completo y acabado de su régimen jurídico´, por lo 
que `el art. 149.1.1 CE no debe ser entendido como una prohibición de 
divergencia autonómica´ [STC 61/1997, FJ 7 b)]”. 

 
En el mismo sentido, la STC 20/2024, de 8 de octubre, señala que “el 

art. 149.1.1 CE `constituye un título competencial autónomo, positivo o 
habilitante´, que en el ámbito normativo permite al Estado una `regulación´, 
aunque limitada al establecimiento de las ̀ condiciones básicas´, que garanticen 
la igualdad en el ejercicio de los derechos y deberes constitucionales, y que 
no es equiparable a la competencia que ostenta el Estado en otras materias 
para dictar la correspondiente normativa básica. Dicha regulación no puede 
suponer una normación completa y acabada del derecho o deber de que se 
trate, y en consecuencia, es claro que las comunidades autónomas, en la 
medida en que tengan competencias sobre la materia, podrán siempre aprobar 
normas atinentes al régimen jurídico de ese derecho o deber. En suma, el art. 
149.1.1 CE no debe ser entendido como una prohibición de divergencia 
autonómica [por todas, SSTC 61/1997, de 20 de marzo, FFJJ 7 y 8; 207/2013, 
de 5 de diciembre, FJ 5; 18/2016, de 4 de febrero, FJ 7; 95/2016, de 12 de 
mayo, FJ 5; y 27/2017, de 16 de febrero, FJ 3 b)]”. 

 
La misma Sentencia reitera el criterio del Tribunal Constitucional de que 

“las condiciones básicas no equivalen ni se identifican tampoco con el contenido 
esencial de los derechos (art. 53.1 CE), técnica cuyo objeto, como hemos 
reiterado desde la STC 11/1981, consiste en garantizar el derecho frente a los 
eventuales abusos o extralimitaciones de los poderes públicos, en particular y, 
en primer término, del legislador, cualquiera que éste sea, en su tarea 
reguladora. El contenido esencial constituye, pues, una garantía constitucional 
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en favor del individuo, algo a respetar por el legislador en cada caso 
competente, no para regular; no es, en definitiva, una técnica que permita 
determinar lo que al Estado o a las comunidades autónomas les corresponde. 
En términos positivos, pues, tanto el legislador estatal de las condiciones 
básicas, como el autonómico deben respetar el contenido esencial del derecho 
de propiedad (art. 53.1 C.E.) [STC 61/1997, de 20 de marzo, FJ 7 a)]”. 

 
Finalmente, la STC 20/2024 trae a colación la STC 247/2007, de 12 de 

diciembre, FJ 17, que señala que “el art. 149.1.1 CE no habilita propiamente 
al Estado para regular el contenido normativo sustantivo de los derechos 
constitucionales, sino un aspecto diferente, cual es el de `las condiciones 
básicas que garanticen la igualdad en el ejercicio de los derechos y en el 
cumplimiento de los deberes constitucionales´. Por tanto, no cabe identificar 
el contenido normativo de los derechos constitucionales y las condiciones 
básicas con arreglo a las cuales dichos derechos han de ser ejercidos, de manera 
que las señaladas condiciones básicas sólo permiten al Estado establecer una 
cierta homogeneidad en el ejercicio de tales derechos cuando ello fuere 
aconsejable para evitar una excesiva diversidad que pudiera menoscabar la 
entidad sustancial del derecho de que se trate”. 

 
Sobre este mismo título competencial (artículo 149.1.1ª de la CE), la 

STC 79/2024, de 21 de mayo, recuerda que “ha de ser objeto de un uso 
prudente para evitar que con ocasión de garantizar la igualdad en el ejercicio 
de derechos se produzca una alteración del sistema constitucional de reparto 
de competencias”. Por ello, continúa, el Tribunal Constitucional ha venido 
subrayando (por todas, STC 18/2017, de 2 de febrero, FJ 4), “el carácter 
finalista de esta competencia transversal, al servicio de la garantía de la 
igualdad, que por tanto no impone la uniformidad en la regulación de derechos 
y deberes constitucionales (STC 37/1987, de 26 de marzo, FJ 3), ni se extiende 
materialmente a la ordenación de los sectores de actividad en los que esos 
derechos se ejercen, pero que sí permite fijar el régimen detallado en toda su 
extensión de esas determinadas condiciones básicas que se identifiquen como 
necesarias [STC 61/1997, de 20 de marzo, FJ 7 b), reiterada en muchas 
sentencias posteriores]. En esa línea, el art. 149.1.1 CE más que establecer 
una reserva material exclusiva a favor del Estado, lo que le permite es 
introducir condicionamientos normativos vinculantes para las comunidades 
autónomas en aras de asegurar la igualdad sustancial de derechos y deberes 
de todos los españoles. Además, en cuanto a la extensión de la regulación de 
un derecho que puede introducir el Estado ex art. 149.1.1 CE ya precisaba la 
STC 207/2013, de 5 de diciembre, FJ 5, que ese `título competencial no solo 
se proyecta sobre las condiciones básicas «que afectan a su contenido 



 

41 
 

primario», a sus «posiciones jurídicas fundamentales», sino también sobre los 
«criterios que guardan una relación necesaria e inmediata con aquellas», que 
sean «absolutamente necesarios para asegurar la igualdad en el ejercicio del 
derecho» (SSTC 184/2012, de 17 de octubre, FJ 4, y 3/2013, de 17 de enero, 
FJ 8), tales como el «ámbito material sobre el que recaen las facultades que 
integran el derecho», las «condiciones básicas en que ha de ejercerse un 
derecho» o «el marco organizativo que posibilita el ejercicio mismo del 
derecho» (STC 61/1997, de 20 de marzo, FJ 8), teniendo a tal fin el legislador 
estatal «un cierto margen de apreciación en cuanto a la fijación inicial de las 
condiciones que, por su carácter de básicas, deben ser objeto de ordenación 
uniforme en todo el territorio nacional» (STC 154/1988, de 21 de julio, FJ 3)´”. 

 
Por último, la STC 188/2001, de 20 de septiembre, a la que se ha hecho 

anterior referencia, declara, en lo que respecta al ámbito de este título 
competencial, que “Extravasan el ámbito propio del art. 149.1.1 CE los 
preceptos de dichas Ordenes que atribuyen a los órganos centrales del Estado 
competencias de carácter ejecutivo, pues aquel precepto constitucional está 
`constreñido al ámbito normativo´”. (FJ 13) 

 
Expuesta la doctrina constitucional sobre el alcance de la competencia 

del Estado prevista en el artículo 149.1.1ª de la CE, procede analizar ahora los 
motivos por los que, en el presente caso, la Administración consultante entiende 
que el RDL 2/2025 infringe aquel título competencial.  

 
La propuesta de acuerdo sometida a dictamen afirma que “más allá de 

la referencia recogida en la disposición adicional primera, no se encuentra a lo 
largo del RDL 2/2025 ninguna justificación sobre el porqué su invocación puede 
justificar que por el Estado se dicte el RDL”. Y ello porque, continúa señalando, 
“La regulación llevada a cabo por el RDL 2/2025 atribuye directamente al 
Estado numerosas competencias ejecutivas, como la de declarar la situación 
de contingencia migratoria extraordinaria en defecto de acuerdo unánime de 
la Conferencia Sectorial de Infancia y Adolescencia (art. 35.bis.2); o 
determinar cuál será la comunidad o ciudad autónoma a la que se traslade el 
menor (arts. 35 bis, 35.bis.3, 35.ter.2, 35.quáter, apartados 3 y 4); o adoptar 
criterios de aplicación del Plan de respuesta a las situaciones de contingencia 
migratoria extraordinaria, atribuyéndose, además, unas funciones de 
coordinación que, por corresponder a las CCAA la competencia exclusiva en 
materia de protección y tutela de menores, en ningún caso puede ejercer el 
Estado (art. 35.quinquies.1); o determinar, en defecto de acuerdo unánime de 
la Conferencia Sectorial de Infancia y Adolescencia, la capacidad ordinaria de 
los sistemas autonómicos de protección de menores, que servirá de base para 
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declarar la situación de contingencia migratoria extraordinaria (disposiciones 
adicionales undécima y duodécima LO 4/2000)”. Por todo ello, la propuesta de 
acuerdo considera que “el ejercicio de tales competencias, de carácter ejecutivo, 
no puede ampararse en el título competencial establecido en el artículo 
149.1.1ª CE, considerándose infringido, en consecuencia, dicho precepto”. 

 
Desde un punto de vista formal, se ha de advertir que, conforme a la 

consolidada doctrina del Tribunal Constitucional (recogida en la STC 20/2024, 
de 8 de octubre, antes citada, que reitera el criterio recogido en sentencias 
anteriores), “no puede invocarse en abstracto, como motivo de 
inconstitucionalidad, la vulneración del art. 149.1.1 CE, sino que ha de aducirse 
en cada caso, como parámetro, la ‘condición básica’ del ejercicio del derecho 
constitucional que se considere infringida (STC 152/2003, de 17 de julio, FJ 5, 
con cita de las SSTC 61/1997, de 20 de marzo, FJ 7, y 109/2003, de 5 de junio, 
FJ 17)”. 

 
Este Consejo constata que, efectivamente, el RDL 2/2025 solo contiene 

la cita del artículo 149.1.1 de la CE en dos párrafos del preámbulo 
(antepenúltimo del apartado VII y penúltimo del apartado VII, cuya redacción 
es casi literal, para aludir a los títulos competenciales que habilitan su 
aprobación) y en la disposición final primera (referida al “Título competencial”), 
pero no se recoge en ninguna parte de la norma justificación o motivación 
alguna que permita apreciar si su aprobación puede incardinarse en dicho título 
competencial. Junto a lo anterior, tampoco consta ni se aprecia en el contenido 
del RDL 2/2025 cuáles pudieran ser las “condiciones básicas” de igualdad que 
se regulan y respecto de qué derechos o deberes constitucionales, que ampare 
el título competencial previsto en el artículo 149.1.1 de la CE.  

 
Junto a lo anterior, y a falta de datos o informaciones que permitieran 

alcanzar otra conclusión, la regulación incluida en los nuevos artículos 35 bis, 
35 ter y 35 quáter y 35 quinquies de la LOEx parece atribuir al Estado (en 
defecto de acuerdo unánime de la Conferencia Sectorial de Infancia y 
Adolescencia) determinadas funciones o competencias de carácter ejecutivo 
que, por exceder el ámbito normativo, pudieran no estar amparadas en el 
ámbito propio del título competencial del repetido artículo 149.1.1ª de la CE.  

 
Ahora bien, es cierto que la STC 18/2016, de 4 de febrero, (FJ 7) señala 

refiriéndose al artículo 149.1.1ª de la CE que “aquel título competencial no 
sólo se proyecta sobre las condiciones básicas `que afectan a su contenido 
primario´, a sus `posiciones jurídicas fundamentales´, sino también sobre los 
`criterios que guardan una relación necesaria e inmediata con aquéllas´, que 
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sean `absolutamente necesarios para asegurar la igualdad en el ejercicio del 
derecho´ (SSTC 184/2012, de 17 de octubre, FJ 4; y 3/2013, de 17 de enero, 
FJ 8), tales como el `ámbito material sobre el que recaen las facultades que 
integran el derecho´, las `condiciones básicas en que ha de ejercerse un 
derecho´ o `el marco organizativo que posibilita el ejercicio mismo del 
derecho´(STC 154/1988, de 21 de julio, FJ 3)”.  

 
Más adelante añade, citando la STC 33/2014, FJ 4: “es, por tanto, posible 

promover, a través de la competencia reconocida al Estado en el art. 149.1.1 
CE, mandatos, no ya genéricos sino específicos, recogidos en la Constitución 
(…) se debe entender que los principios rectores de la política social y económica 
del capítulo III del título I de la Constitución (…) pueden ponerse en conexión 
directa con la regla competencial ex art. 149.1.1 CE”.  

 
En tal sentido podría entenderse que el RDL 2/2025 se limita a regular 

los criterios que guardan una relación inmediata con las condiciones básicas 
de igualdad que se pretende preservar, así como el marco organizativo mínimo 
que hace posible el ejercicio mismo del derecho en condiciones básicas de 
igualdad.  

 
Por ello, cabría pensar que, por considerar que los principios rectores 

de la política social y económica del capítulo III del título I de la CE (en este 
caso el artículo 39.4) pueden ponerse en conexión directa con la regla 
competencial ex art. 149.1.1ª de la CE, la norma que pretende recurrirse no 
se habría extendido más de lo señalado para justificar o motivar la vinculación 
a dicho título competencial de la regulación contenida en el RDL. 

 
En todo caso, ante las dudas que suscita el título competencial invocado 

por el Estado, y dado que, como se ha señalado anteriormente, es al Tribunal 
Constitucional a quien corresponde en exclusiva juzgar la constitucionalidad 
del RDL 2/2025 que se pretende recurrir, este Consejo considera justificado 
que pueda plantearse la cuestión al Tribunal Constitucional. 

 
B) En segundo lugar, la Junta de Castilla y León considera que el RDL 

2/2025 infringe la competencia sobre inmigración y extranjería que el artículo 
149.1.2ª de la CE atribuye al Estado. 

 
El Tribunal Constitucional ha tenido ocasión de pronunciarse también 

sobre el alcance de esta competencia exclusiva del Estado, y su relación con 
las competencias autonómicas en materia de asistencia social, cuya asunción 
por estas prevé el artículo 148.1.20ª de la CE. En el caso de la Comunidad de 
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Castilla y León, el artículo 70.1 del Estatuto de Autonomía atribuye a la 
Comunidad competencia exclusiva en materia de “Asistencia social, servicios 
sociales (…). Protección y tutela de menores” (apartado 10ª), y en materia de 
“Régimen de acogida e integración económica, social y cultural de los 
inmigrantes. La Junta de Castilla y León colaborará con el Gobierno de España 
en todo lo relativo a políticas de inmigración, en el ámbito de sus respectivas 
competencias” (apartado 12ª). 

 
La reciente STC 43/2025, de 12 de febrero (citada en la propuesta de 

acuerdo remitida y en el informe de la Dirección de los Servicios Jurídicos que 
la acompaña), que resuelve un recurso de inconstitucionalidad interpuesto por 
el Gobierno del Estado contra dos disposiciones de la Comunidad Autónoma 
de Canarias de 2 y 10 de septiembre de 2024, relativas a la recepción de 
menores extranjeros migrantes no acompañados, recoge la doctrina del Tribunal 
Constitucional sobre esta competencia (que también se encuentra en la STC 
87/2017, de 4 de julio). 

 
La citada STC 43/2025 señala que “el conflicto se plantea en relación 

con las actuaciones de recepción y primera acogida de estos menores extranjeros, 
es decir, con los momentos inmediatamente posteriores a su localización”. Por 
lo que la controversia versa sobre el alcance de la competencia del Estado en 
materia de inmigración y extranjería (artículo 149.1.2ª de la Constitución) y 
de la competencia autonómica en materia de asistencia social (artículo 
148.1.20ª de la Constitución), “de la que forman parte (…) las competencias 
en materia de `protección de menores´ (…) y `acogida e integración de las 
personas inmigrantes, incluidos los menores extranjeros no acompañados´” 
(ambas competencias previstas en el Estatuto de Autonomía de Canarias). 

 
Recuerda la Sentencia que el Tribunal abordó por primera vez la relación 

entre ambos títulos competenciales en la STC 31/2010, de 28 de junio (FJ 83), 
en la que se indicó que “la evolución del fenómeno inmigratorio en España 
impide configurar la competencia estatal ex art. 149.1.2 CE como un título 
horizontal de alcance ilimitado que enerve los títulos competenciales de las 
comunidades autónomas de carácter sectorial, pues algunos de ellos, en especial 
los relativos a ‘determinados servicios sociales’ y a ‘las correspondientes 
políticas públicas (educación, asistencia social, sanidad, vivienda, cultura, etc.)’ 
tienen incidencia evidente en la población extranjera”. En aquella misma STC 
31/2010, el Tribunal reiteró que “la entrada y residencia de extranjeros en 
España se ‘inscribe en el ámbito de la inmigración y extranjería’, mientras que 
el fomento de la integración de los inmigrantes para facilitar su inclusión social, 
prevenir situaciones de riesgo y promover la convivencia se inscribe en el 
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ámbito de la ‘asistencia social’ en cuanto ‘mecanismo protector de situaciones 
de necesidad específicas’ (SSTC 227/2012, de 29 de noviembre, FJ 4; 26/2013, 
de 31 de enero, FJ 5, 154/2013, de 10 de septiembre)” (STC 87/2017, de 4 
de julio, FJ 3). 

 
Según la ya citada STC 87/2017, de 4 de julio, “la atribución al Estado 

de la competencia sobre extranjería en el artículo 149.1.2 CE, comprendería 
fundamentalmente dos aspectos: 

 
»a) El primero sería la determinación, en cuanto cuestión más 

primordial del régimen jurídico del extranjero en España, de los derechos que, 
correspondiendo, en principio, a los españoles, deben ser extendidos a los 
ciudadanos de otras nacionalidades radicados en nuestro país. Dicho en otros 
términos, el Estado, a través de su competencia para determinar el `estatuto 
del extranjero´, puede establecer los ámbitos del título I de la Constitución 
que no admiten diferencia de trato por la mera presencia de la nota de la 
`extranjería´. 

 
»De acuerdo con esta visión, el `estatuto del extranjero´, como 

parte integrante del título competencial estatal del artículo 149.1.2 CE, no 
incluye, como parece entender la recurrente, la fijación de unas condiciones 
básicas de igualdad entre todos los extranjeros radicados en el territorio del 
Estado, sino que tiene, más bien, el objetivo de fijar las condiciones de 
igualdad entre extranjeros y españoles en la titularidad de los derechos 
constitucionales. Esta visión del estatuto jurídico del extranjero tiene dos 
implicaciones fundamentales: 

 
»(i) De un lado, que al Estado, al establecer este estatuto, sólo 

le compete determinar los ámbitos en los que, por razón de la titularidad de 
los derechos afectados, considera que no es admisible una diferencia de trato, 
sin posibilidad, sin embargo, de inmiscuirse en las concretas medidas que 
pueden o deben adoptar los respectivos poderes públicos en el ejercicio de 
sus respectivas competencias. Dicho de otro modo, la finalidad del estatuto 
del extranjero es impedir que los poderes públicos establezcan diferencias de 
trato en relación con los derechos que a los extranjeros corresponden en las 
mismas condiciones que a los españoles; en modo alguno atribuye al Estado 
una competencia normativa para determinar las concretas políticas y medidas 
que hayan de adoptar los respectivos poderes públicos en el ejercicio de sus 
competencias sectoriales. 
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»(ii) De otro lado, al cumplir el estatuto una misión tuitiva de la 
posición jurídica del ciudadano extranjero en el ejercicio de los derechos 
constitucionales, ha de entenderse, asimismo, que la regulación de esta 
materia contiene únicamente los mínimos indisponibles, de modo que, en los 
ámbitos en que dicho estatuto permite una diferencia de trato por razón de la 
extranjería, en su caso, los poderes públicos titulares de la competencia sectorial 
afectada pueden optar por aplicar a los extranjeros las mismas políticas o 
medidas adoptadas en relación con los españoles. 

 
»Con tal entendimiento se impide configurar la competencia 

estatal ex artículo 149.1.2 CE sobre el ̀ estatuto del extranjero´ como ̀ un título 
horizontal de alcance ilimitado que enerve los títulos competenciales de las 
Comunidades Autónomas de carácter sectorial´ (STC 31/2010, FJ 83; doctrina 
reiterada en las SSTC 26/2013, de 31 de enero, FJ 5, y 154/2013, de 10 de 
septiembre, FJ 5). 

 
»b) El segundo aspecto que comprendería la atribución al Estado 

de la competencia sobre extranjería ex artículo 149.1.2 CE sería la capacidad 
del Estado de determinar aquellos derechos que corresponden a los 
extranjeros en su condición de tales. Esto es, aquellos derechos que les 
corresponderían, no como consecuencia de su potencial situación de necesidad 
social y que les puede convertir en beneficiarios de determinadas políticas 
sectoriales asistenciales (políticas de vivienda, de asistencial social etc.), sino 
como consecuencia de la específica y particular posición en la que se encuentra 
el ciudadano extranjero de cara a su integración en la sociedad española. Entre 
esos derechos específicos del extranjero, como extranjero y no como perceptor 
de otro tipo de políticas públicas que atienden a su situación de necesidad 
social, estaría, en su caso, el derecho al aprendizaje de las lenguas oficiales a 
efectos de promover la integración social del mismo”. 

 
Delimitado así el alcance de la competencia del Estado sobre el 

“estatuto del extranjero”, la misma STC 87/2017 subraya que “tal delimitación 
no es óbice, sin embargo, para que el Estado, en su caso, incida en la integración 
social de los inmigrantes a través de sus títulos competenciales sectoriales, 
pues tal y como ha afirmado este Tribunal `ciertamente, en el ámbito de la 
prestación de servicios públicos a los inmigrantes en ejercicio de sus derechos 
sociales… el Estado siempre podrá ejercer sus competencias específicas 
reservadas en los diversos títulos del art. 149.1 CE -competencias, por ejemplo, 
en materia de educación, sanidad o régimen de la seguridad social-. Sin 
embargo, se debe excluir que sobre tal ámbito incida la competencia reservada 
al Estado en el art. 149.1.2 CE´ [STC 26/2013, de 31 de enero, FJ 5 a)]. (…)”. 
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Por otra parte, la STC 43/2025 declara que “la recepción y acogimiento 

inicial de un extranjero menor de edad, o que pudiera, razonablemente, serlo, 
es competencia de la comunidad autónoma que tenga asumidas 
estatutariamente competencias en materia de protección de menor”. Y afirma 
que “El menor extranjero no acompañado es, ante todo, un menor, y como tal 
debe ser tratado. Esto comprende no solo aquellos supuestos en que, de forma 
indubitada, se esté ante un menor de edad, sino también aquellos otros en 
que exista una duda razonable de que pudiera serlo. Ante la incertidumbre, se 
impone también la minoría de edad. No es preciso, por tanto, razonar en 
demasía por qué la presencia de un extranjero menor de edad que es localizado 
sin apoyo familiar constituye el presupuesto para el desenvolvimiento de las 
competencias encaminadas a su protección”. Ello en línea con lo declarado ya 
en “la STC 130/2022, de 24 de octubre, FJ 5, cuya doctrina fue seguida poco 
tiempo después por la STC 40/2023, de 8 de mayo, FJ 3, [en la que] se puso 
de relieve la situación de `especial vulnerabilidad en que se encuentran los 
menores extranjeros no acompañados´, `la importancia de la protección de 
sus derechos´ y la aplicación del ̀ principio de presunción de minoría de edad´ 
como ̀ un elemento inherente a la protección del derecho al respeto de la vida 
privada de una persona extranjera no acompañada que declara ser menor de 
edad´, con cita de la STEDH de 21 de julio de 2022, asunto Darboe y Camara 
c. Italia (§ 153)”. 

 
La propuesta de acuerdo que se informa considera que el RDL 2/2025 

vulnera los artículos 149.1.2ª y 148.1.20ª de la CE. Argumenta lo siguiente: 
“El RDL 2/2025 no está regulando el régimen jurídico de los extranjeros 
menores de edad, sino que a través del mismo el Estado establece un 
procedimiento para distribuir menores extranjeros no acompañados que 
cercena el alcance de las competencias autonómicas en materia de asistencia 
social y de protección y tutela de menores, pues impone a las CCAA la 
unanimidad para adoptar acuerdos en el seno de la Conferencia Sectorial de 
Infancia y Adolescencia sobre la materia que regula (arts. 35.bis.1, 35.ter.2, 
35.quinquies.1 y DA undécima) y con ello modifica, elevándolo solo para este 
concreto acuerdo, el régimen de mayorías necesarias para adoptar acuerdos 
que la Ley 40/2015 establece en su artículo 151.2.a) (…) (mayoría de votos) 
y que se recoge en el artículo 18 del Reglamento de la Conferencia Sectorial 
de Infancia y Adolescencia (BOE 306, de 26 de diciembre de 2021); impone la 
forma y el contenido concreto que ha de tener dicho acuerdo (art. 35.bis); y, 
en defecto de acuerdo, se impone el procedimiento establecido en el RDL que 
atribuye al Estado capacidad para decidir unilateralmente en qué lugar han de 
residir estos menores y, en consecuencia, para determinar cuál ha de ser la 
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Comunidad Autónoma, distinta de aquella en la que el menor se encuentra 
originalmente, que ha de asumir respecto de ellos los deberes de asistencia y 
protección y para determinar de modo unilateral los criterios en base a (sic) 
los cuales se ha de llevar a cabo esta distribución”. Y añade: “Y todo ello sin 
que el Estado se haga cargo de los gastos correspondientes, toda vez que la 
cobertura del Fondo previsto es limitada y supeditada a la `sobreocupación´ 
de los sistemas de protección autonómicos (Disposición Adicional undécima)”. 
A la vista de todo ello, de la competencia exclusiva que la Comunidad de 
Castilla y León ostenta en materia de protección y tutela de menores, y de la 
doctrina constitucional recogida en la STC 43/2025, la propuesta de acuerdo 
considera que “el Estado no puede invocar el título competencial ex artículo 
149.1.2ª CE para el dictado del RDL 2/2025”. 

 
A juicio de este Consejo, la regulación contenida en el RDL 2/2025 no 

parece invadir, de forma directa, las competencias de nuestra Comunidad en 
materia de asistencia social, servicios sociales y protección y tutela de menores. 
Y ello porque no impone a la Comunidad actuaciones o medidas concretas a 
adoptar en relación con los menores inmigrantes no acompañados que se 
trasladen al territorio de Castilla y León. En este sentido, el nuevo artículo 35 
quinquies de la LOEx, que introduce el RDL 2/2025, establece en su apartado 
1, párrafo segundo, que “Los órganos competentes de las comunidades o 
ciudades autónomas deberán realizar las actuaciones necesarias para garantizar 
la atención a las personas menores de edad extranjeras no acompañadas que 
deban ubicarse en su territorio en los plazos previstos por los criterios de 
aplicación aprobados en el seno de la Conferencia Sectorial de Infancia y 
Adolescencia de acuerdo con la resolución a la que se refiere el artículo 35 
quáter.4” (este artículo 35 quáter.4 alude a la resolución de ubicación y 
traslado a una concreta comunidad o ciudad autónoma por el órgano competente 
de la Administración General del Estado). Y en el apartado 4 se prevé que el 
régimen de tutela, guarda y acogimiento de estos menores se regirá por la 
legislación civil. Dicho en otras palabras, la Comunidad Autónoma debe 
desplegar las competencias que le corresponden sobre los menores inmigrantes 
no acompañados que se trasladen a su territorio, sin que sobre estos se impongan 
por el Estado (en el RDL 2/2025 del que venimos hablando) restricciones, 
medidas, condiciones o actuaciones adicionales sobre la competencia que ya 
ostenta la Comunidad en virtud del Estatuto de Autonomía. 

 
Cuestión distinta, pero directamente relacionada con ello, es la de si el 

Estado puede acordar, de forma obligatoria y unilateral, en defecto de acuerdo 
unánime de la Conferencia Sectorial de Infancia y Adolescencia (como prevé 
el RDL 2/2025), el traslado de un determinado número de menores 
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inmigrantes no acompañados, desde la comunidad autónoma de origen al 
territorio de la Comunidad de Castilla y León, que obligue a ésta a ejercer sus 
competencias en materia de asistencia social, servicios sociales y protección y 
tutela de menores. Si bien tal cuestión parece tener incidencia en los principios 
constitucionales de autonomía financiera, de solidaridad interterritorial o de 
coordinación, cuya quiebra como veremos también se alega en la propuesta 
de acuerdo, procede efectuar en este momento algunas consideraciones (sin 
perjuicio de un posterior análisis más concreto). 

 
La LOEx atribuye al Gobierno del Estado, en su artículo 2.bis, “de 

conformidad con lo previsto en el artículo 149.1.2.ª de la Constitución, la 
definición, planificación, regulación y desarrollo de la política de inmigración, 
sin perjuicio de las competencias que puedan ser asumidas por las Comunidades 
Autónomas y por las Entidades Locales”. Y añade en el apartado 3 que “El 
Estado garantizará el principio de solidaridad, consagrado en la Constitución, 
atendiendo a las especiales circunstancias de aquellos territorios en los que los 
flujos migratorios tengan una especial incidencia”. 

 
El preámbulo del RDL 2/2025 señala en su apartado V (penúltimo 

párrafo) que “(…) la actuación del Estado con base en su competencia 
exclusiva en materia de inmigración, que incluye ex artículo 2 de la LOEx la 
planificación, ha de encontrarse habilitada para establecer efectos vinculantes 
para las comunidades y ciudades autónomas también en lo referente a sus 
competencias en materia de atención e integración social de estas personas 
menores de edad extranjeras no acompañadas, cuando resulte imprescindible 
su redistribución territorial planificada para garantizar la protección del interés 
superior de las personas menores de edad extranjeras no acompañadas, 
posibilitando unas condiciones dignas de atención e integración social en el 
marco de situaciones de contingencia migratoria extraordinaria”. A lo que 
añade que “la actual situación migratoria y la necesaria prevalencia del interés 
superior del menor, hacen procedente la adopción de medidas adicionales por 
parte del Estado en ejercicio de las competencias anteriormente expuestas en 
la materia” (párrafo octavo).  

 
Sin perjuicio de la justificación formal contenida en la norma, no existen 

en el expediente remitido datos o informaciones que permitan respaldar tal 
justificación, así como la introducción de una excepción al sistema de mayorías 
para adoptar acuerdos en las conferencias sectoriales previsto en el artículo 
151.2.a), párrafo segundo, de la Ley 40/2015, de 1 de octubre. Lo que incide 
de forma directa en la necesidad de garantizar tanto el principio de 
proporcionalidad de las soluciones previstas en la norma, como la interdicción 
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de la arbitrariedad de los poderes públicos (artículo 103 de la CE). Cuestiones 
estas que se analizarán al abordar la alegación relativa a la quiebra del 
principio de coordinación. 

 
 4ª) Quiebra del principio de autonomía financiera de las 
comunidades autónomas y del principio de solidaridad interterritorial. 
 
 Como cuarto motivo invocado para considerar que el RDL 2/2025 sería 
inconstitucional, la propuesta de acuerdo sometida a consulta alude a la quiebra 
de los principios de autonomía financiera de las comunidades autónomas y de 
solidaridad interterritorial.  
 
 Respecto al primero de ellos, el Tribunal Constitucional ha abordado la 
caracterización de la autonomía financiera de las comunidades autónomas en 
numerosas sentencias. Así, cabe citar la STC 192/2000, de 13 de julio, que 
señala en su fundamento jurídico 7º lo siguiente: 
 

“En cuanto a la autonomía financiera (art. 156.1 CE), hemos 
dicho que `las Comunidades Autónomas gozarán de autonomía financiera (de 
gasto) en la medida en que puedan elegir y realizar sus propios objetivos 
políticos, administrativos, sociales o económicos con independencia de cuáles 
hayan sido las fuentes de los ingresos que nutren sus Presupuestos´ (STC 
13/1992, de 6 Feb., FJ 7). En consonancia con ello, en las SSTC 63/1986, de 
21 May., 201/1988, de 27 Oct., 14/1989, de 26 Ene., 96/1990, de 24 May., 
13/1992, de 6 Feb., 135/1992, de 5 Oct., 237/1992, de 15 Dic. o 128/1999, 
de 1 Jul., establecimos la siguiente doctrina: ̀ Este Tribunal ha explicado que... 
[la autonomía financiera de las Comunidades Autónomas] implica «la plena 
disponibilidad» de sus ingresos «sin condicionamientos indebidos y en toda su 
extensión, para poder ejercer las competencias propias y, en especial, las que 
se configuran como exclusivas» (SSTC 63/1986, 201/1988, y 96/1990)´ (STC 
135/1992, de 5 Oct., FJ 8). De ello se desprenden, entre otras posibles, dos 
consecuencias. La primera, que la autonomía financiera exige que los recursos 
o ingresos de las Comunidades Autónomas puedan ser destinados a los 
`objetivos políticos, administrativos, sociales o económicos´ a que alude la 
STC 13/1992, de 6 Feb., sin condicionamientos indebidos. A este respecto, la 
STC 68/1996, de 4 Abr., decía, en su FJ 10, que `resulta evidente que la 
garantía de la autonomía financiera en su vertiente de gasto --auténtica clave 
de bóveda de dicha autonomía en una Hacienda de transferencia--, salvando 
las fuentes de la financiación condicionada que regula la LOFCA, exige en línea 
de principio la libertad de los órganos de gobierno autonómicos para la 
distribución del gasto público dentro del marco de sus competencias (STC 
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13/1992 de 6 Feb., FJ 7)´. Y la segunda consecuencia sería que la autonomía 
financiera se conecta con el ejercicio de las competencias de las Comunidades 
Autónomas, tal y como señala expresamente el art. 156.1 CE (SSTC 202/1992, 
de 23 Nov., FJ 3, y la recién citada STC 13/1992).  
 

»Desde una perspectiva más concreta, la autonomía financiera 
implica la competencia de las Comunidades Autónomas para `elaborar, 
aprobar y ejecutar sus propios presupuestos, lo que entraña su competencia 
para decidir la estructura de su presupuesto de gastos de inversión y la 
ejecución de los correspondientes proyectos´ (STC 63/1986, de 21 May., FJ 
9). En definitiva `la autonomía financiera supone la propia determinación y 
ordenación de los ingresos y gastos necesarios para el ejercicio de sus 
funciones´ (STC 179/1987, de 13 Nov., FJ 2). (…)”. 
 
 En el mismo sentido, las SSTC 201/1988, de 27 de octubre (FJ 4º), y 
13/1992, de 6 de febrero (FJ 7º), manifestaron que “la autonomía financiera 
de las Comunidades Autónomas reconocida en los arts. 156.1 de la Constitución 
y 1.1 de la LOFCA exige la plena disposición de medios financieros para poder 
ejercer, sin condicionamientos indebidos y en toda su extensión, las competencias 
propias, en especial las que se configuran como exclusivas”. 
 
 Directamente vinculado con el principio de autonomía financiera de las 
comunidades autónomas, se encuentra el principio de suficiencia financiera.  
 

Sobre este principio, la STC 109/2011, de 22 de junio, reitera en su 
fundamento jurídico 5 lo declarado en la STC 58/2007, de 14 de marzo: “(…) 
con relación al principio de suficiencia financiera, después de recordar en la 
citada STC 13/2007, de 18 de enero, que `ésta va íntimamente ligada a la 
autonomía financiera de los entes territoriales, instrumento indispensable para 
la consecución de su autonomía política´, lo que `exige que dichos entes 
disfruten de la plena disposición de los medios financieros precisos para poder 
ejercer, sin condicionamientos indebidos y en toda su extensión, las funciones 
que legalmente les han sido encomendadas´, efectuábamos dos precisiones. 
En primer lugar, que dicho principio tiene un primer límite `en la propia 
naturaleza de las cosas´, por lo que `dicha suficiencia debe quedar enmarcada, 
como concepto relativo que es, en el marco de las posibilidades reales del 
sistema financiero del Estado en su conjunto´. Y, en segundo lugar, que para 
valorar si una determinada Comunidad Autónoma goza de recursos suficientes 
para ejercer la autonomía financiera constitucionalmente consagrada es 
preciso `atender al conjunto de los recursos de que puedan disponer´ y a `las 
competencias que le han sido atribuidas´, así como a `los servicios que 



 

52 
 

gestionan´ y `dentro siempre de las reales disponibilidades económicas de un 
sistema globalmente presidido por el principio de solidaridad entre todos los 
españoles´ (STC 13/2007, de 18 de enero, FJ 5). 
 

»Resulta entonces de nuestra doctrina que esta suficiencia de 
medios financieros precisos para el ejercicio de las competencias propias se 
predica del sistema de financiación en su conjunto, de suerte que la eventual 
vulneración de este principio de suficiencia solamente podría ser apreciada en 
un sentido global conforme a los criterios señalados por nuestra doctrina. La 
suficiencia, en sí misma dependiente de muchas variables, lo que garantiza es 
el ya mencionado nivel mínimo y global de recursos que permita hacer efectivo 
el pleno ejercicio de las competencias estatutariamente asumidas”. 
 
 Por otra parte, y con respecto al principio de solidaridad interterritorial, 
el Tribunal Constitucional, en su Sentencia 247/2007, 12 de diciembre, ha 
declarado que “el principio de solidaridad complementa e integra los principios 
de unidad y de autonomía (art. 2 CE), pues `este Tribunal se ha referido con 
reiteración a la existencia de un «deber de auxilio recíproco» (STC 18/1982, 
fundamento jurídico 14.º), «de recíproco apoyo y mutua lealtad» (STC 
96/1986, fundamento jurídico 3.º), «concreción, a su vez, del más amplio 
deber de fidelidad a la Constitución» (STC 11/1986, fundamento jurídico 5.º). 
Y aunque, en los supuestos en que así ha tenido ocasión de hacerlo, lo haya 
identificado como regla a la que debe acomodarse el proceder entre 
autoridades estatales y autonómicas, igualmente está vigente y ha de ser 
atendido entre los poderes de las diversas Comunidades Autónomas, a las que, 
en efecto, el principio de solidaridad, que en el art. 2 de la Constitución 
encuentra general formulación y en el art. 138 de la misma se refleja como 
equilibrio económico, adecuado y justo entre las diversas partes del territorio 
español y prohibición entre éstas de privilegios económicos o sociales, requiere 
que, en el ejercicio de sus competencias, se abstengan de adoptar decisiones 
o realizar actos que perjudiquen o perturben el interés general y tengan, por 
el contrario, en cuenta la comunidad de intereses que las vincula entre sí y 
que no puede resultar disgregada o menoscabada a consecuencia de una 
gestión insolidaria de los propios intereses. La autonomía --ha dicho la STC 
4/1981-- no se garantiza por la Constitución --como es obvio-- para incidir de 
forma negativa sobre los intereses generales de la Nación o sobre intereses 
generales distintos de los de la propia entidad (fundamento jurídico 10). El 
principio de solidaridad es su corolario (STC 25/1981, fundamento jurídico 3)´ 
(STC 64/1990, de 5 de abril, FJ 7). 
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»Importa insistir en que el art. 138 CE hace garante al Estado de 
`la realización efectiva del principio de solidaridad consagrado en el art. 2 de 
la Constitución, velando por un equilibrio económico adecuado y justo entre 
las diversas partes del territorio español´. Dicho principio, que también vincula 
a las Comunidades Autónomas en el ejercicio de sus competencias (art. 156.1 
CE), trasciende la señalada perspectiva económica y financiera y se proyecta 
en las diferentes áreas de la actuación pública. En este sentido, hemos 
señalado que `la virtualidad propia del principio constitucional de solidaridad, 
que aspira a unos resultados globales para todo el territorio español, recuerda 
la técnica de los vasos comunicantes´ (STC 109/2004, de 30 de junio, FJ 3) 
 

»En definitiva, el art. 138.1 CE, que incorpora el principio de 
solidaridad, ̀ no puede ser reducid[o] al carácter de un precepto programático, 
o tan siquiera al de elemento interpretativo de las normas competenciales. Es, 
por el contrario, un precepto con peso y significados propios, que debe ser 
interpretado, eso sí, en coherencia con las normas competenciales que resultan 
de la Constitución y de los Estatutos´ (STC 146/1992, de 16 de octubre, FJ 1), 
toda vez que dicho principio ha de constituirse en la práctica en `un factor de 
equilibrio entre la autonomía de las nacionalidades y regiones y la indisoluble 
unidad de la Nación española (art. 2)´ (STC 135/1992, de 5 de octubre, FJ 
7)”. 
  

Expuesta, de forma sintética, la doctrina constitucional sobre estos 
principios de autonomía financiera, de suficiencia financiera y de solidaridad 
interterritorial, procede abordar los motivos que la Administración consultante 
invoca para considerar que el RDL 2/2025 pudiera vulnerar dichos principios. 
 
 La nueva disposición adicional undécima de la LOEx, introducida por el 
citado RDL 2/2025, establece en su apartado 4 lo siguiente:  
 

“Mediante el Real Decreto-ley 2/2025, de 18 de marzo, por el 
que se aprueban medidas urgentes para la garantía del interés superior de la 
infancia y la adolescencia ante situaciones de contingencias migratorias 
extraordinarias, se crea un Fondo adscrito al Ministerio con competencia en 
materia de infancia para compensar íntegramente a las comunidades y 
ciudades autónomas por los costes ocasionados por la sobreocupación por 
menores extranjeros no acompañados trasladados desde otra comunidad o 
ciudad autónoma, entendiendo que excede la ocupación la capacidad ordinaria 
de su sistema de protección y tutela de menores extranjeros no acompañados 
en los términos del apartado 1, y siempre que acredite un número de plazas 
de acogida por encima de la media del total de las plazas existentes en el 
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conjunto del Estado por cada 100.000 habitantes, mientras dicha situación 
perdure 
 

»Para dotar dicho fondo en el año 2025 se concede un crédito 
extraordinario en el presupuesto de la sección 31 `Ministerio de Juventud e 
Infancia´, servicio 04 `Dirección General de Derechos de la Infancia y la 
Adolescencia´, programa 231G `Atención a la Infancia y a las Familias´, 
concepto 452 ̀ Fondo para la atención a niños, niñas y adolescentes migrantes 
no acompañados para cubrir los costes ocasionados por la sobreocupación y/o 
traslado de menores”, por un importe de 100.000.000 de euros. 

 
»El crédito extraordinario que se concede en el párrafo anterior 

de este apartado se financiará de conformidad con el artículo 59 de la Ley 
47/2003, de 26 de noviembre, General Presupuestaria”. 
 
 La propuesta de acuerdo sometida a consulta, en su apartado cuarto, 
señala que “El RDL 2/2025 impone a la Comunidad Autónoma de Castilla y 
León una carga que implica la necesidad de unos medios económicos de los 
que carece presupuestariamente y para la cual no se prevé que reciba una 
financiación estatal adecuada”. Y, tras exponer de forma escueta algún dato 
sobre el sobrecoste que supondría la atención a los menores que se ubicaran 
en el territorial de la Comunidad, concluye que el Real Decreto-ley 2/2025 
incurre “en una doble vulneración constitucional: por una parte la del artículo 
156 CE que recoge el principio de autonomía financiera, en la medida en que el 
Estado está incrementando el número de personas asistidas obligatoriamente 
por los sistemas de acogida autonómicos, debiendo hacerse cargo en la 
totalidad de los casos de la asunción de estos gastos con sus propios recursos, 
detrayendo estos de otras finalidades y alternado sus políticas sobre gasto 
público; y de otro lado, el principio de solidaridad interterritorial de los artículos 
2 y 138 CE en la medida en que algunas comunidades autónomas van a 
disfrutar de una financiación auténticamente íntegra y otras no”. 
 
 Sin embargo, estos argumentos contenidos en la propuesta de acuerdo 
no son, a juicio de este Consejo, suficientes para fundamentar la impugnación 
de la norma. 
 
 En primer lugar, porque parece existir una contradicción entre los datos 
aportados en el citado apartado cuarto de la propuesta: mientras en su  párrafo 
cuarto se indica que “como apuntan las primeras previsiones, se desplazaran 
a CyL unos 300 menores”, en el párrafo séptimo se apunta a que “sobre un 
reparto inicialmente previsto de 4.400 menores, deberían ser ubicados en CyL 
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con el nuevo criterio en torno a 110 menores, mientras que con el criterio 
anterior, el número de menores a ubicar en nuestra Comunidad sería, 
aproximadamente, de 55”. Ante esta confusión sobre el número de menores 
que podrían recalar en el territorio de la Comunidad como consecuencia de la 
reubicación de aquellos, cualquier justificación que se pretenda realizar sobre 
la infracción de los principios de autonomía financiera y de suficiencia 
financiera adolecería de una abstracción sobre la que cabe advertir que resulta 
harto difícil que el Tribunal Constitucional pueda llegar siquiera a acoger este 
motivo de constitucionalidad. 
 
 A lo anterior se añade que las cifras aportadas en la propuesta de 
acuerdo en relación con los “sobrecostes” que supondría la atención de estos 
menores no acompañados, sin más informes o documentación de análisis de 
costes que lo justifiquen suficientemente, parte de la previsión de que la 
financiación del fondo alcanzaría el 50 % del coste actual, y se estiman sobre 
un número de 300 menores (no de 110, como se indica en unos párrafos 
después en la misma propuesta). Y tampoco se ofrece información o dato 
alguno que avale la afirmación de que “algunas comunidades autónomas van 
a disfrutar de una financiación auténticamente íntegra y otras no”. En todo 
caso, y sin poner en cuestión la realidad de los datos que se recogen en la 
propuesta, no cabe considerar, sin embargo, que tal motivo, por la evidente 
generalidad de su argumentación, pueda justificar la interposición del recurso. 
 
 Y, en segundo lugar, porque, como ya se ha indicado anteriormente, si 
bien es cierto que la autonomía financiera supone, conforme a la doctrina del 
Tribunal Constitucional, “la propia determinación y ordenación de los ingresos 
y gastos necesarios para el ejercicio de sus funciones”, también lo es que el 
principio de suficiencia financiera -íntimamente ligado al principio de autonomía 
financiera- lo es de la totalidad de los recursos de la Comunidad Autónoma, 
no solo de uno de ellos, precisamente aquel en que el Estatuto de Autonomía 
de Castilla y León, en coherencia con el artículo 4 de la Convención sobre los 
Derechos del Niño, contempla la prioridad presupuestaria para hacer efectivos 
los derechos de las personas menores de edad consagrados en el artículo 13.6 
del Estatuto de Autonomía de Castilla y León, antes mencionado (“Derechos 
de las personas menores de edad. Los menores tienen derecho a recibir de las 
Administraciones Públicas de Castilla y León, con prioridad presupuestaria, la 
atención integral necesaria para el desarrollo de su personalidad y su bienestar 
en el contexto familiar y social, en los términos que se determinen 
normativamente”). 
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 En este último sentido, cabe citar la STC 49/2018, de 10 de mayo, que 
concluyó lo siguiente:  
 
  “Respecto a la autonomía financiera de las Comunidades 
Autónomas, hay que tener en cuenta las SSTC 204/2011, de 15 diciembre, FJ 
8, en relación con el sistema de financiación de las Comunidades Autónomas 
de régimen común, y 213/2012, FJ 5, relativa a la opción política favorable a 
extender la gratuidad de la educación a etapas voluntarias. Partiendo de que 
la autonomía política tiene una vertiente económica central porque `la 
amplitud de los medios determina la posibilidad real de alcanzar los fines´, 
aquellas Sentencias han señalado que `la suficiencia financiera, ligada a la 
autonomía financiera, es un principio que encuentra un límite evidente en la 
propia naturaleza de las cosas, y en particular en el marco de las posibilidades 
reales del sistema financiero del Estado en su conjunto´. Precisaron también 
que `la suficiencia financiera se refiere a la totalidad de recursos de que 
disponen las Comunidades Autónomas para el efectivo ejercicio de las 
competencias asumidas, no encontrándose por tanto limitada a un único 
recurso como son las transferencias garantizadas por el Estado´. Concluyeron 
que `dado que la pretendida insuficiencia alegada por los recurrentes no 
puede enjuiciarse en abstracto, ya que no hay datos suficientes para concluir 
que el resultado habría de ser el denunciado, procede desestimar esta tacha 
de inconstitucionalidad, ya que su aceptación conduciría a llevar a cabo un 
pronunciamiento preventivo, algo que hemos rechazado de forma reiterada´”. 
 
 De acuerdo con todo lo expuesto, este Consejo no considera suficientes 
los argumentos recogidos en la propuesta de acuerdo que se somete a su 
consideración para justificar la interposición de un recurso de inconstitucionalidad 
por vulneración del principio de autonomía financiera del artículo 156 de la CE. 
Por lo cual, y para el caso de que se decidiera finalmente interponer dicho 
recurso, deberían reforzarse tales argumentos, teniendo en cuenta la doctrina 
constitucional y las consideraciones indicadas. 
 
 5ª) Quiebra de los principios de lealtad institucional, de 
coordinación y de cooperación entre el Estado y las comunidades 
autónomas. 
 
 El quinto de los motivos por los que la propuesta de acuerdo remitida 
considera que el RDL 2/2025 incurre en vicio de inconstitucionalidad es la 
vulneración de los principios de colaboración, cooperación y coordinación entre 
el Estado y las comunidades autónomas, y del principio de lealtad institucional. 
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 A) Comenzando por este último, la propuesta de acuerdo argumenta 
que “Ese principio de lealtad institucional en la actuación del Estado ha sido 
reiteradamente conculcado en la tramitación del presente RDL”. Por un lado, 
porque no se ha convocado ninguna reunión de la Conferencia Sectorial de 
Infancia y Adolescencia durante 2025, ni este órgano ha sido informado de la 
intención de aprobar el RDL 2/2025, cuando debe serlo de los anteproyectos 
de leyes y reglamentos del Gobierno sobre la materia. Incluso los correos 
electrónicos que se incluyen,  intercambiados entre el Estado y la Comunidad 
de Castilla y León en fechas inmediatas a la aprobación de aquel, de petición 
de información para la actualización de datos de plazas totales y acogimiento 
residencial, obvian “cualquier referencia a la intención de aprobar un RDL”. Y 
por otro lado, porque las comunidades autónomas no han tenido ninguna 
información sobre los aspectos esenciales de la norma (entre ellos, los de su 
impacto económico y presupuestario), careciéndose de información sobre los 
estudios y consultas llevadas cabo, “no pareciendo muy coherente con una 
lealtad institucional que no se hayan solicitado estudios a las CCAA ni efectuado 
consultas a ellas, cuando afecta directamente a competencias exclusivas”.  
 
 La propuesta de acuerdo invoca finalmente la vulneración del principio 
de solidaridad interterritorial porque el RDL 2/2025 establece, en defecto de 
acuerdo unánime de la Conferencia Sectorial de Infancia y Adolescencia, unos 
nuevos criterios de reparto entre las comunidades autónomas de los menores 
extranjeros no acompañados, que son diferentes de los acordados en 2022, y 
cuya determinación no aparece justificada. Por todo ello, considera que se 
vulneran los artículos 2 y 9.3 de la CE. 
 

Expuesto lo anterior, ha de comenzarse señalando que el principio de 
lealtad constitucional no viene recogido expresamente en la Constitución, pero 
sí se contempla en la Ley Orgánica 8/1980, de 22 de septiembre, de Financiación 
de las Comunidades Autónomas (LOFCA), y en el Estatuto de Autonomía de 
Castilla y León, así como también en la jurisprudencia del Tribunal Constitucional. 
 

En efecto, el Tribunal Constitucional se ha pronunciado en reiteradas 
ocasiones sobre este principio. Entre ellas, cabe citar la STC 217/2016, de 15 
de diciembre (que recoge la doctrina constitucional al respecto, y a la que se 
remite la reciente STC 50/2023, de 10 de mayo), que afirma que el principio 
de lealtad constitucional “resulta `esencial en las relaciones entre las diversas 
instancias de poder territorial´ de manera que `constituye un soporte esencial 
del funcionamiento del Estado autonómico cuya observancia resulta obligada´ 
(STC 239/2002, de 11 de diciembre, FJ 11), tratándose de un principio que 
`tiene una específica proyección en la materia financiera, tal como se recoge 
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en las normas vigentes que integran el bloque de constitucionalidad en esta 
materia´ (STC 109/2011, de 22 de junio, FJ 5). También hemos recalcado la 
conexión entre este principio y el establecimiento de un sistema adecuado de 
colaboración entre Administraciones, de manera que `el adecuado 
funcionamiento del Estado autonómico se sustenta en los principios de 
cooperación y coordinación entre el Estado y las Comunidades Autónomas y 
de éstas entre sí, además de en el establecimiento de un sistema de relaciones 
presididas por la lealtad constitucional, principios todos ellos que deben hacerse 
efectivos al margen, incluso, del régimen de distribución competencial´ (por 
todas, STC 109/2011, FJ 5). Finalmente, hemos destacado que lo que el 
principio de lealtad constitucional exige es que el Gobierno extreme el celo por 
llegar a acuerdos con las Comunidades Autónomas, pero no que dichos 
acuerdos deban ser vinculantes (SSTC 209/1990, de 20 de diciembre, FJ 4; 
13/2007, de 18 de enero, FJ 11, y 31/2010, de 28 de junio, FJ 138). 
 

»Así, del principio de lealtad deriva un deber de colaboración e 
información recíproca entre las Administraciones implicadas que debe presidir 
las relaciones entre el Estado y las Comunidades Autónomas y que es 
concreción, a su vez, de un deber general de fidelidad a la Constitución. Por 
tanto, de la Constitución y de la doctrina de este Tribunal se deduce un principio 
inherente de colaboración y lealtad constitucional, que postula la adopción de 
procedimientos de consulta, negociación o, en su caso, la búsqueda del acuerdo 
previo (STC 13/2007, de 18 de enero, FJ 8)”. 
 
 Por su parte, el Estatuto de Autonomía de Castilla y León alude de 
manera expresa a dicho principio en dos preceptos: 
 
  a) En su título IV (“Relaciones institucionales y acción exterior de 
la Comunidad de Castilla y León”), el capítulo I se ocupa de las relaciones de 
la Comunidad con el Estado y con las demás comunidades autónomas. Un 
capítulo que inicia el artículo 57 (“Disposiciones generales”), que señala: 
 
   “1. Las relaciones de la Comunidad de Castilla y León con 
el Estado y con las demás Comunidades Autónomas estarán basadas en los 
principios de solidaridad, lealtad institucional y cooperación. 
 
   »2. Dichas relaciones se articularán a través de mecanismos 
bilaterales o multilaterales en función de la naturaleza de los asuntos y de los 
intereses que resulten afectados”. 
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  b) Y en el capítulo II de su título VI, dedicado a la Hacienda de 
la Comunidad, el artículo 83.5 prevé lo siguiente: “De acuerdo con el principio 
de lealtad institucional, se valorará el impacto financiero, positivo o negativo, 
que las disposiciones generales y medidas adoptadas por el Estado tengan 
sobre la Comunidad de Castilla y León o las adoptadas por la Comunidad 
Autónoma tengan sobre el Estado, en un período determinado, en forma de una 
variación de las necesidades de gasto o de capacidad fiscal, con la finalidad de 
establecer los mecanismos de ajuste necesarios para evitar cualquier tipo de 
perjuicio a la suficiencia financiera de la Comunidad, al desarrollo de sus 
competencias o a su crecimiento económico”. 
 
 También la LOFCA recoge este principio en términos similares a los del 
artículo 83.5 del Estatuto de Autonomía. Así, su artículo 2.1.g) establece que 
la actividad financiera de las comunidades autónomas se ejercerá en 
coordinación con la Hacienda del Estado, con arreglo, entre otros, al principio 
de “lealtad institucional, que determinará el impacto, positivo o negativo, que 
puedan suponer las actuaciones legislativas del Estado y de las Comunidades 
Autónomas en materia tributaria o la adopción de medidas que eventualmente 
puedan hacer recaer sobre las Comunidades Autónomas o sobre el Estado 
obligaciones de gasto no previstas a la fecha de aprobación del sistema de 
financiación vigente, y que deberán ser objeto de valoración quinquenal en 
cuanto a su impacto, tanto en materia de ingresos como de gastos, por el 
Consejo de Política Fiscal y Financiera de las Comunidades Autónomas, y en 
su caso compensación, mediante modificación del Sistema de Financiación 
para el siguiente quinquenio”. 
 
 Asimismo, el principio de lealtad institucional se recoge de manera 
expresa en el artículo 3.1.e) de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen 
Jurídico del Sector Público. Y especialmente se refiere a él la disposición 
adicional sexta de la Ley 22/2009, de 18 de diciembre, por la que se regula el 
sistema de financiación de las Comunidades Autónomas de régimen común y 
Ciudades con Estatuto de Autonomía y se modifican determinadas normas 
tributarias. Una disposición en la que, bajo el título expreso “Lealtad institucional”, 
se establece lo siguiente: 
 
  “En el marco del principio de lealtad institucional, la 
Administración General [del Estado] establecerá todos los mecanismos que 
garanticen que las normas estatales que supongan incrementos de gasto o 
reducciones de los ingresos tributarios de las Comunidades Autónomas 
contengan la valoración correspondiente. 
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  »Por otra parte, con la incorporación de recursos adicionales por 
parte del Estado a las necesidades de financiación de las Comunidades 
Autónomas y Ciudades con Estatuto de Autonomía en el marco de la presente 
Ley, se garantiza la suficiencia financiera de las Comunidades Autónomas y 
Ciudades con Estatuto de Autonomía para el cumplimiento de la totalidad de 
las obligaciones legales existentes hasta la fecha de aprobación de esta Ley, 
dando satisfacción al principio de lealtad institucional”. 
 
 B) Directamente relacionado con el principio de lealtad constitucional se 
encuentra el principio de cooperación. La ya citada STC 217/2016, de 15 de 
diciembre, sintetiza la doctrina constitucional sobre el mismo: 
 

“El principio de cooperación entre el Estado y las Comunidades 
Autónomas está implícito en el correcto funcionamiento del Estado de las 
Autonomías. Depende en buena medida de la estricta sujeción de uno y otras 
a las fórmulas racionales de cooperación, consulta, participación, coordinación, 
concertación o acuerdo previstas en la Constitución y en los Estatutos de 
Autonomía (STC 181/1988, de 13 de octubre, FJ 7). 

 
»Sobre dicho principio hemos destacado tanto su carácter 

necesario en un Estado descentralizado como el nuestro, como su relación con 
la idea de la voluntariedad, frente a la vinculación de la coordinación con la de 
la imposición u obligatoriedad. (STC 86/2014, de 29 de mayo, FJ 5, por todas). 
Por otro lado, su instrumentación y puesta en práctica no permite alterar las 
competencias de los sujetos llamados a cooperar, a través de cualesquiera 
técnicas que revistan ese carácter voluntario, sin modificar la titularidad y el 
ejercicio de las competencias, pues este Tribunal ha venido también reconociendo 
un margen de discrecionalidad en la determinación de los específicos 
mecanismos cooperativos (STC 195/2012, de 31 de octubre, FJ 5 in fine). 

 
»En suma, el principio de cooperación tiende a garantizar la 

participación de todos los entes involucrados en la toma de decisiones (STC 
101/2016, de 25 de mayo, FJ 9, con cita de otras), pero no puede entenderse 
en un sentido que sustituya, impida o menoscabe el libre y pleno ejercicio por 
el Estado de sus propias competencias (STC 162/2012, de 20 de septiembre, 
FJ 6)”. 
 

Pues bien, como instrumento para dar cumplimiento en esta concreta 
materia a los principios de lealtad institucional y de cooperación, la Ley 
Orgánica 8/2021, de 4 de junio, de protección integral a la infancia y la 
adolescencia frente a la violencia, creó la Conferencia Sectorial de la Infancia 
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y la Adolescencia, como órgano de cooperación entre las Administraciones 
públicas en materia de protección y desarrollo de la infancia y la adolescencia, 
órgano en el que están representados el Estado y las comunidades autónomas 
(artículo 7). Y en su artículo 6 establece que en esta materia las 
Administraciones públicas han de actuar de acuerdo con los principios de 
colaboración y cooperación, al disponer en su apartado 2 que “Las 
administraciones públicas promoverán la colaboración institucional a nivel 
nacional e internacional mediante acciones de intercambio de información, 
conocimientos, experiencias y buenas prácticas”, y en su apartado 3 que “Para 
garantizar la necesaria cooperación entre todas las administraciones públicas, 
los asuntos relacionados con la aplicación de esta ley serán abordados en el 
seno de la Conferencia Sectorial de infancia y adolescencia”.  
 

C) De acuerdo con la doctrina constitucional expuesta, y aplicándola a 
este supuesto, este Consejo Consultivo entiende que una adecuada satisfacción 
del principio de lealtad constitucional exige que ambas Administraciones, la 
estatal y la autonómica, se faciliten el acceso a cuantos datos sean relevantes 
para la valoración de los recursos que deben financiar las respectivas 
competencias (en este caso, la relativa a la protección y tutela de los menores 
inmigrantes no acompañados que sean trasladados al territorio de la 
Comunidad de Castilla y León). Y para ello, resulta del todo imprescindible que 
las decisiones, en este caso del Estado, que tengan repercusión en la 
financiación de las comunidades autónomas contengan la correspondiente 
valoración, como exige la disposición adicional sexta de la Ley 22/2009, antes 
transcrita, y estén correctamente motivadas, justificando sus causas y efectos 
de manera cuantitativa y cualitativa. 
 
 Con la documentación y datos incorporados al expediente remitido, este 
Consejo no dispone de elementos que permitan valorar adecuadamente si en 
el procedimiento de aprobación del RDL 2/2025 se ha observado con 
corrección el principio de lealtad institucional y, por ende, si la actuación del 
Estado se ha ajustado al deber de colaboración, recíproco apoyo y mutua 
lealtad. La única información que consta en el expediente es la contenida en 
la propuesta de acuerdo, relativa a la petición, por parte del ministerio, de 
actualización de los datos sobre plazas totales y acogimiento residencial, aunque 
sin referencia alguna al propósito de aprobar el RDL 2/2025. Sin embargo, 
como bien afirma la Administración consultante, no consta la existencia de 
información alguna sobre la valoración del impacto financiero, positivo o 
negativo, que dicho RDL 2/2025 pudiera tener sobre la Comunidad de Castilla 
y León (impacto económico y presupuestario que debe constar, no solo por 
exigencia de la normativa antes expuesta, sino también porque el artículo 26, 
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en sus apartados 3 y 11, de la Ley 50/1997, de 27 de noviembre, del Gobierno, 
así lo exige, como contenido de la Memoria del Análisis de Impacto Normativo, 
de carácter abreviado, que siempre debe acompañar a los decretos-leyes). 
 

Junto a lo anterior, y sin perjuicio de lo que posteriormente se dirá, la 
inclusión para la Conferencia Sectorial de la Infancia y la Adolescencia de una 
excepción al sistema de mayorías para la adopción de acuerdos, previsto en el 
artículo 151.2.a), párrafo segundo, de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, para 
garantizar con ello la efectiva aplicación del principio de coordinación en las 
conferencias sectoriales, estableciéndose la necesidad de la unanimidad, bien 
pudiera incidir -y hasta limitar sensiblemente, al hacer en definitiva que el 
acuerdo pueda llegar a depender en todo caso del voto favorable de quien 
ostente la representación del Estado- sobre el principio de cooperación.  
 
 A la vista de estas consideraciones, este Consejo Consultivo concluye 
que los motivos alegados en la propuesta de acuerdo sí podrían justificar la 
interposición de un recurso de inconstitucionalidad, fundamentado en la 
vulneración de los principios de cooperación y de lealtad institucional, siempre 
que la Administración consultante acredite suficientemente en su formulación 
que, en efecto, la aprobación del RDL 2/2025, cuya incidencia directa sobre 
competencias exclusivas de la Comunidad es innegable, se realizó sin la debida 
consulta y participación de las comunidades autónomas, y muy en especial sin 
una valoración del impacto financiero de la norma sobre la Comunidad, 
valoración que debería estar recogida en la Memoria del Análisis de Impacto 
Normativo, cuya existencia y contenido no constan al Consejo.  
 
 D) En cuanto al principio de coordinación, cuya infracción también se 
alega en la propuesta de acuerdo remitida, supone la facultad que asume en 
este caso el Estado para coordinar la actuación de las comunidades autónomas, 
una facultad más bien conectada a la idea de dirección, frente a la voluntariedad 
que se predica de la cooperación.  
 

La coordinación, como ha señalado la STC 124/2023, de 26 de 
septiembre (que se remite a las SSTC 32/1983, de 28 de abril; 42/1983, de 20 
de mayo; y 27/1987, de 27 de febrero, entre otras), “implica ‘la fijación de 
medios y de sistemas de relación que hagan posible la información recíproca, 
la homogeneidad técnica en determinados aspectos y la acción conjunta’ de 
las administraciones coordinadora y coordinada en el ejercicio de sus respectivas 
competencias, de manera que se logre la integración de actos parciales en la 
globalidad del sistema, integración que la coordinación persigue para evitar 
contradicciones y reducir disfunciones que, de subsistir, impedirían o dificultarían 
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el funcionamiento del mismo. Así entendida, la coordinación constituye un 
límite al pleno ejercicio de las competencias propias de las Corporaciones 
Locales”. Una doctrina que debe entenderse plenamente aplicable a la 
coordinación del Estado sobre las comunidades autónomas. 
 

El Tribunal Constitucional se ha pronunciado en numerosas ocasiones, 
por todas, la STC 40/1998 de 19 de febrero, “sobre las facultades de 
coordinación que sobre determinadas materias pueden corresponder al Estado 
así como sobre los requisitos necesarios para que su ejercicio sea respetuoso 
con las competencias de las Comunidades Autónomas. Así, en la STC 103/1989 
hemos afirmado que `la existencia de una determinada «materia»... no ha de 
descartar la posibilidad de que, en virtud de otros títulos, se produzca en aquel 
ámbito una legítima intervención del Estado, hipótesis en modo alguno 
excepcional si se parte de la constatación, del todo obvia, de que las 
articulaciones competenciales en nuestro Estado de las Autonomías no han 
llevado a cabo una fragmentación ideal, en sectores estancos, de la realidad a 
normar´ (fundamento jurídico 9.; en el mismo sentido se pronuncian otras 
resoluciones como las SSTC 133/1990, 45/1991, 102/1995 y 118/1996). 
 

»Ahora bien, esas facultades de coordinación solo se tienen cuando 
el Estado ostenta un concreto título que justifique su intervención, debiéndose, 
en todo caso, respetar las competencias ejecutivas de las Comunidades 
Autónomas. En unos casos es la propia Constitución la que atribuye 
directamente al Estado las competencias de coordinación (art. 149.1.13, 15, 
16, etc.); en otros, éstas derivan de la titularidad por parte del Estado de 
competencias legislativas plenas sobre una materia, pues entonces `el Estado 
no puede desentenderse en absoluto de la ejecución autonómica de la 
legislación estatal... pues cuando se trata de ejecutar una legislación, propia 
del Estado, los deberes de colaboración y auxilio mutuo entre las autoridades 
estatales y autonómicas, que se encuentran implícitos en la propia esencia de 
la forma de organización territorial del Estado (STC 18/1982, de 4 May.), han 
de entenderse intensificados en la medida en que el Estado no puede 
desentenderse de la aplicación adecuada y de la interpretación uniforme de la 
Ley´ (STC 104/1988, fundamento jurídico 2). No obstante, también hemos 
señalado que, en estos supuestos, la competencia estatal de coordinación 
presupone la existencia de competencias autonómicas que deben ser respetadas, 
evitando que la coordinación llegue a tal grado de desarrollo que deje vacías 
de contenido dichas competencias (SSTC 32/1983, fundamento jurídico 2, y 
45/1991, fundamento jurídico 4, entre otras)”. 
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 El mismo Tribunal también ha señalado (STC 82/2020, de 15 de julio, 
referida a la facultad de coordinación sobre las entidades locales) que “La 
coordinación tiene por objeto, naturalmente, competencias de titularidad local; 
pero no supone una sustracción de las competencias de las entidades 
sometidas a la misma, `antes bien, presupone lógicamente la titularidad de 
las competencias en favor de la entidad coordinada´. Esto implica que quien 
ejerza la competencia coordinada será siempre la propia entidad local. Sin 
embargo, tal y como ha señalado la STC 109/1998, de 21 de mayo, `las 
facultades de coordinación -a diferencia de las técnicas de colaboración, basadas 
en la participación voluntaria y, por ende, en una situación más nivelada de 
los entes cooperantes- conllevan «un cierto poder de dirección, consecuencia 
de la posición de superioridad en que se encuentra el que coordina respecto 
al coordinado» [STC 214/1989, FJ 20 f)]. Y siendo, consiguientemente, la 
imposición una de las principales notas distintivas de la coordinación frente a 
la voluntariedad que caracteriza a las fórmulas cooperativas [cfr., además, STC 
331/1993, FJ 5 A)], es claro que el que ostenta atribuciones de aquella índole 
está legitimado, en línea de principio, para establecer unilateralmente medidas 
armonizadoras destinadas a la más eficaz concertación de la actuación de todos 
los entes involucrados. Desde esta perspectiva, puede en verdad afirmarse 
que la coordinación «constituye un límite al pleno ejercicio de las competencias 
propias de las Corporaciones locales» [STC 27/1987, FJ 2; asimismo STC 
214/1989, FJ 20 f)]”. Doctrina que es plenamente aplicable, mutatis mutandis, 
a la facultad de coordinación del Estado sobre las comunidades autónomas. 
 
 Ahora bien, el propio Tribunal Constitucional, en la STC 71/2018, de 21 
de junio, precisó que “la necesidad de coordinación estatal no se solventa 
reservando al Estado la competencia ejecutiva (supuesto que se produce, por 
el contrario, cuando la coordinación no permite solucionar la cuestión), sino a 
través de la competencia de coordinación general que ostenta, como 
complemento inherente a su competencia en la materia, para garantizar que 
no haya disfunciones, y que presupone la existencia de competencias de las 
Comunidades Autónomas que deben ser coordinadas, y que el Estado debe 
respetar al desarrollar su función de coordinación … la competencia de 
coordinación no otorga a su titular competencias que no ostente, especialmente 
facultades de gestión complementarias, de suerte que, implicando lógicamente 
su ejercicio la existencia de competencias autonómicas que deben ser 
coordinadas, en ningún caso puede aquél suponer la invasión y el vaciamiento 
de las mismas (STC 194/2004, FJ 8). En definitiva, la competencia en materia 
de coordinación no autoriza al Estado ‘para atraer hacia su órbita de actividad 
cualquier competencia de las Comunidades Autónomas por el mero hecho de 
que su ejercicio pueda incidir en el desarrollo de las competencias estatales 
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sobre determinadas materias. La coordinación no supone «una sustracción o 
menoscabo de las competencias de las entidades sometidas a la misma: antes 
bien, presupone, lógicamente, la titularidad de las competencias en favor de 
la entidad coordinada» (STC 27/1987, de 27 de febrero); por lo que no puede 
servir de instrumento para asumir competencias autonómicas, ni siquiera 
respecto de una parte del objeto material sobre el que recaen’ [STC 227/1988, 
de 29 de noviembre, FJ 20 e)]” (FJ 9). 
 
 Es “esta posibilidad de afectación de la autonomía constitucionalmente 
reconocida la que [según la ya citada STC 82/2020] exige la existencia de 
límites a la función de coordinación. Límites que, tanto en la doctrina 
constitucional como en la propia legislación básica, han quedado concretados 
en una serie de exigencias sustantivas y procedimentales que se imponen a 
toda previsión de la referida facultad de coordinación”. Por lo que añade la  
misma Sentencia que “(…) además de estar específicamente atribuida y 
suficientemente predeterminada, debe responder a la protección de intereses 
generales o comunitarios. Se trata de una doble exigencia constitucional de 
predeterminación y proporcionalidad”. 
 
 En relación con su predeterminación, si bien es cierto que la facultad de 
coordinación del Estado en esta materia no aparece recogida en la 
Constitución, el RDL 2/2025 invoca su competencia en materia de inmigración 
y extranjería, junto con la protección del interés superior del menor, para 
amparar su función de coordinación y las demás medidas que en el RDL 2/2025 
se recogen. Siempre con el límite de que “no puede servir de instrumento para 
asumir competencias autonómicas, ni siquiera respecto de una parte del objeto 
material sobre el que recaen” (STC 82/2020, ya citada). Cuestión ésta, la de 
las competencias, a la que ya se ha hecho referencia anteriormente, al examinar 
la tercera de las causas de inconstitucionalidad alegadas en la propuesta de 
acuerdo sometida a esta consulta.  
   
 En cuanto a la proporcionalidad, la mencionada STC 82/2020 (relativa, 
como se ha indicado, a funciones de coordinación sobre las entidades locales) 
señala que “el legislador sectorial, dentro de los amplios márgenes con que 
cuenta para diseñar fórmulas de coordinación, debe asegurar que el grado de 
capacidad decisoria que conserve la provincia sea tendencialmente correlativo 
al nivel de interés presente en el asunto de que se trate. Tal como recuerda la 
STC 154/2015, de 9 de julio, FJ 6 a), `se trata de que el legislador gradúe el 
alcance o intensidad de la intervención local «en función de la relación 
existente entre los intereses locales y supralocales dentro de tales asuntos o 
materias»’. Por tanto, de acuerdo con la doctrina de este tribunal, y a la luz 



 

66 
 

de los art. 137, 140 y 141 CE, la autonomía de las entidades coordinadas 
exigirá que estas conserven aquel grado de capacidad decisoria que sea 
tendencialmente correlativo al nivel de interés presente en el asunto de que 
se trate”. 
 
 Así pues, debe ser la doctrina constitucional expuesta la que ha de servir 
de parámetro para valorar si, como señala la propuesta de acuerdo, el RDL 
2/2025 analizado pudiera vulnerar el principio de coordinación. 
 
 El RDL 2/2025, en el apartado V de su preámbulo, señala que “la 
Conferencia Sectorial de Infancia y Adolescencia ha adoptado ya acuerdos en 
esta materia en régimen de cooperación. No obstante, la actual situación 
migratoria y la necesaria prevalencia del interés superior del menor, hacen 
procedente la adopción de medidas adicionales por parte del Estado en ejercicio 
de las competencias anteriormente expuestas en la materia. 
 

»En principio, en situaciones que no sean de contingencia 
migratoria extraordinaria, resulta necesario que las comunidades y ciudades 
autónomas, en tanto que competentes para las actuaciones de atención e 
integración social de las personas menores de edad extranjeras no 
acompañadas, den la conformidad al reparto, como ha ocurrido ya en los 
acuerdos de 30 de septiembre de 2022, antes referidos. Ahora bien, la 
actuación del Estado con base en su competencia exclusiva en materia de 
inmigración, que incluye ex artículo 2 de la LOEx la planificación, ha de 
encontrarse habilitada para establecer efectos vinculantes para las 
comunidades y ciudades autónomas también en lo referente a sus 
competencias en materia de atención e integración social de estas personas 
menores de edad extranjeras no acompañadas, cuando resulte imprescindible 
su redistribución territorial planificada para garantizar la protección del interés 
superior de las personas menores de edad extranjeras no acompañadas, 
posibilitando unas condiciones dignas de atención e integración social en el 
marco de situaciones de contingencia migratoria extraordinaria”. 
 
 La cuestión relativa al título competencial en el que el Estado ampara 
su función de coordinación ha sido ya analizada anteriormente, por lo que cabe 
remitirse a lo señalado, y no se realiza ninguna consideración adicional. 
 
 Sí procede, sin embargo, hacer una consideración sobre la exigencia de 
acuerdo unánime en la Conferencia Sectorial de Infancia y Adolescencia ante 
situaciones de contingencia migratoria extraordinaria como premisa, en los 
casos de que esa unanimidad no se lograra, para que entre en juego la 
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mencionada función de coordinación que el RDL 2/2025 atribuye al Estado. Y 
es que con ello se establece la aplicación supletoria del principio de 
coordinación para el caso de no lograrse acuerdo en virtud del principio de 
cooperación (si bien en este caso se identifica la cooperación con la unanimidad).  
 

Como ya se ha indicado más arriba, el RDL 2/2025 introduce en la LOEx 
un nuevo artículo 35 bis (“Contingencia migratoria extraordinaria para la 
protección del interés superior de la infancia y la adolescencia migrante no 
acompañada”), en cuyo apartado 1 se prevé la exigencia de unanimidad en la 
adopción de determinados acuerdos de la Conferencia Sectorial. Así, señala 
que “La Conferencia Sectorial de Infancia y Adolescencia podrá adoptar 
mediante Acuerdo por unanimidad tanto los requisitos para la declaración de 
la situación de contingencia migratoria extraordinaria para la protección del 
interés superior de la infancia y la adolescencia migrante no acompañada, 
como el Plan de respuesta a dicha situación, así como finalmente los criterios 
para la aplicación de dicho Plan, que incluirán, en todo caso, los necesarios 
para determinar en qué supuestos procede que se ordene el traslado de 
personas menores extranjeras no acompañadas de una comunidad o ciudad 
autónoma a otra por resolución de la persona que presida la Conferencia 
Sectorial de Infancia y Adolescencia, previa comunicación y acreditación de 
dicha contingencia por parte de la comunidad o ciudad autónoma afectada. El 
Acuerdo, de adoptarse, debe ser único y recoger el conjunto de estos elementos”.  
 

A renglón seguido, el citado artículo 35 bis prevé que “En defecto de 
dicho acuerdo unánime, los requisitos para la declaración de la situación de 
contingencia migratoria extraordinaria para la protección del interés superior 
de la infancia y la adolescencia migrante no acompañada, el Plan de respuesta 
a dicha situación, y los criterios para la aplicación de dicho Plan se regularán 
de conformidad con lo dispuesto en esta ley”. A estos efectos, y en defecto de 
aquella unanimidad, el artículo 35 ter fija, en su apartado 2,  “los criterios 
objetivos para la determinación, por el órgano competente de la Administración 
General del Estado, de cuál será la ubicación de las personas menores de edad 
extranjeras no acompañadas en las diferentes comunidades autónomas”. Y 
también en defecto del acuerdo unánime de la Conferencia Sectorial, el artículo 
35 quinquies prevé, en su apartado 1, que “los criterios de aplicación del Plan 
de respuesta solidaria serán adoptados en el seno de la Conferencia Sectorial 
de Infancia y Adolescencia en ejercicio de las funciones de coordinación de la 
Administración General del Estado, en los términos del artículo 151.2.a) de la 
Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público”. 
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 Como señala la propuesta de acuerdo sometida a consulta, en el año 
2022 la Comisión Sectorial de Infancia y Adolescencia ya había aprobado, con 
las mayorías ordinarias previstas en su reglamento de organización y 
funcionamiento, unos criterios de reparto y ubicación de los menores migrantes 
no acompañados. Sin embargo, el nuevo RDL 2/2025, además de exigir la 
unanimidad para aprobar el Plan de respuesta a la situación de contingencia 
migratoria extraordinaria y los criterios para la aplicación de dicho Plan, impone, 
en defecto de tal unanimidad, unos criterios objetivos que difieren de los 
acordados en el año 2022. 
 

Ya ha quedado apuntado anteriormente que la exigencia de acuerdo 
unánime supone una quiebra de los principios de colaboración y cooperación 
que deben regir las actuaciones interadministrativas, en la medida que dicha 
unanimidad exige la aquiescencia, no solo de las comunidades autónomas, sino 
siempre también del Estado. Y por ello bastaría con que el Estado manifestara 
su oposición al acuerdo para que entraran en aplicación las previsiones recogidas 
en la ley “en defecto de acuerdo”. Es decir, la decisión para la aprobación del 
Plan de respuesta y de los criterios quedará en la práctica al arbitrio exclusivo 
del Estado que, con su voto, siempre podrá impedir la unanimidad exigida y 
determinar con ello la aplicación de unos criterios fijados por el unilateralmente 
según el RDL 2/2025, sin necesidad de otra consulta y participación de las 
comunidades autónomas (pese a la incidencia de tales medidas sobre las 
competencias autonómicas).  
 

Es más, el invocado artículo 151.2.a) de la Ley 40/2015, de 1 de 
octubre, en su párrafo segundo, y para los supuestos en que la Administración 
General del Estado ejerza funciones de coordinación, ni siquiera prevé la 
unanimidad para los acuerdos que puedan adoptarse en la Conferencia 
Sectorial. De ese artículo resulta que esos acuerdos se adoptarán por mayoría, 
en ellos “se incluirán los votos particulares que se hayan formulado”, y en todo 
caso serán “de obligado cumplimiento para todas las Administraciones Públicas 
integrantes de la Conferencia Sectorial, con independencia de su voto, y 
exigibles conforme a lo establecido en la Ley 29/1998, de 13 de julio” 
(reguladora de la Jurisdicción Contencioso-administrativa). 
 

Pero es que además, y sin perjuicio de las dudas que suscita la cuestión 
competencial, en todo caso el ejercicio por el Estado de funciones de 
coordinación en esta materia está condicionada al “orden constitucional de 
distribución de competencias del ámbito material respectivo”. Y como se ha 
indicado antes, el Tribunal Constitucional ha precisado el alcance de la 
coordinación, que no puede suponer una sustracción o menoscabo de las 
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competencias de las entidades sometidas a la misma, y tampoco puede servir 
de instrumento para asumir competencias autonómicas, ni siquiera respecto 
de una parte del objeto material sobre el que recaen. La regulación contenida 
en el RDL 2/2025 podría menoscabar el papel de las comunidades autónomas 
en el seno de la Conferencia Sectorial de Infancia y Adolescencia, no solo porque 
atribuye, de facto, al Estado, un poder omnímodo para evitar la unanimidad 
(basta con su único voto en contra), y con ello activar el ejercicio de las 
funciones de coordinación que se recogen en la norma cuestionada, sino también 
porque a través de esa vía se arroga la facultad para incidir directamente de 
forma unilateral, sin participación de las comunidades autónomas, en aspectos 
esenciales de una competencia exclusiva autonómica.  

 
Por todo lo cual, este Consejo considera que las circunstancias y 

argumentaciones expuestas sí pueden constituir justificación suficiente para 
interponer un recurso de inconstitucionalidad por esta motivación.  
 

No obstante, como señala el propio Tribunal Constitucional en la citada 
STC 43/2025, la realidad de la inmigración que impacta de manera significativa 
en la capacidad de intervención de determinadas comunidades y ciudades 
autónomas en el ámbito de sus propias competencias y, en este caso, la 
consideración del interés superior del menor exigen una respuesta efectiva y 
coordinada del Estado autonómico: “(…) pero el Tribunal no puede cerrar los 
ojos ante la realidad subyacente a este proceso constitucional. La inmigración 
es un fenómeno de evidente naturaleza supraautonómica que trasciende el 
círculo de sus intereses propios (art. 137 CE) y sobrepasa notoriamente su 
capacidad de gestión autónoma. Junto con el derecho a la `autonomía´ de las 
nacionalidades y regiones españolas, el art. 2 CE alude a la necesaria 
`solidaridad entre todas ellas´. Además, este tribunal ha reiterado que `el 
Estado y las comunidades autónomas están recíprocamente sometidos a un 
deber general de colaboración que no es preciso justificar en preceptos concretos, 
porque es de esencia al modelo de organización territorial implantado por la 
Constitución´ (SSTC 80/1985, de 4 de julio, FJ 2; 96/1986, de 10 de julio, 
FJ 3; 118/1996, de 27 de junio, FJ 66, y 148/2000, de 1 de junio, FJ 13). Dicho 
en otros términos, `el adecuado funcionamiento del Estado autonómico se 
sustenta en los principios de cooperación y coordinación entre el Estado y las 
comunidades autónomas y de estas entre sí, además de en el establecimiento 
de un sistema de relaciones presididas por la lealtad constitucional, principios 
todos ellos que deben hacerse efectivos al margen, incluso, del régimen de 
distribución competencial´ (STC 247/2007, de 12 de diciembre, FJ 23, con cita 
de las SSTC 18/1982, de 4 de mayo, FJ 14; 152/1988, de 20 de julio, FJ 6, 
y 194/2004, de 4 de noviembre, FJ 9, entre otras muchas)”. 



 

70 
 

 
Este mismo Consejo Consultivo, en el Dictamen 947/2006, de 26 de 

octubre, relativo a la posibilidad de interponer un conflicto de competencias en 
relación con el Real Decreto 918/2006, de 28 de julio, por el que se regula la 
concesión directa de subvenciones a ayuntamientos para proyectos de acción 
social a favor de personas mayores en situación de dependencia, ya señalaba 
que “la existencia de problemas sociales cuya solución exceda el ámbito 
autonómico permitiría al Estado intervenir, pero respetando, en lo posible, las 
competencias de las Comunidades Autónomas afectadas, cuya participación, 
además, convendría tener en cuenta para precisar los términos en que ha de 
realizarse tal actividad (y existen instrumentos adecuados para conseguir una 
actividad cooperativa en la materia), aunque ello no pueda exigirse, sin 
embargo, en todos los casos”. En aquel caso no se constataba, como sí se 
verifica en el que nos ocupa, aún con el déficit de acceso a la memoria, que 
se ha reiterado, un particular problema social que requiriera intervenciones de 
asistencia social a nivel supracomunitario. 

 
 Junto a lo anterior, cabe advertir que en el expediente remitido nada 
consta acerca de los motivos que justificarían la determinación por el RDL 
2/2025 de unos nuevos criterios objetivos, diferentes a los actuales, para la 
reubicación de los menores; ni los datos o informaciones que pudieran 
razonablemente explicar la modificación sobre los hoy aplicables; ni si tal 
modificación pudiera tener más incidencia en unas comunidades que en otras, 
o pudiera suponer un mayor impacto presupuestario en alguna (discriminándola 
así sobre las demás). Todo ello, inevitablemente, no solo puede incidir en la 
proporcionalidad y razonabilidad de las medidas acordadas, sino que afecta 
también a la aplicación efectiva del principio de solidaridad interterritorial que, 
como se ha señalado, ha de garantizar el Estado. Más aún cuando, según se 
infiere, las comunidades autónomas no han sido consultadas ni han participado 
en la elaboración de la norma. 
  
 De esta manera, en el caso de que la memoria que respalda el RDL 
2/2025 y a la que se hace referencia en el preámbulo –y a la que no ha tenido 
acceso este Consejo Consultivo- no contenga una explicación racional sobre 
los motivos que han llevado a determinar estos nuevos criterios objetivos, su 
diferencia con los actuales y el cambio unilateral de estos, acerca la cuestión a 
una posible arbitrariedad de los poderes públicos (proscrita en el artículo 103 de 
la CE), que podría justificar la interposición de un recurso de inconstitucionalidad 
por tal motivo. 
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6ª) Otras cuestiones: necesidad de regular un protocolo de 
actuaciones; supuestos de minoría de edad no acreditada; competencia 
del Estado en materia de asilo. 

 
Por último, la propuesta de acuerdo remitida a este Consejo alude a 

otros motivos que pudieran justificar la inconstitucionalidad del RDL 2/2025, 
por infracción del orden de distribución de competencias (artículos 149.1.2ª y 
148.1.20ª de la CE), como son los relativos a la previsión de regulación de un 
“protocolo con las actuaciones a realizar con ocasión del traslado de personas 
menores de edad extranjeras no acompañadas, a fin de establecer el régimen 
de guarda y tutela en el período transitorio que media desde su llegada a 
territorio español, hasta su traslado a la comunidad o ciudad autónoma de 
residencia definitiva” (último párrafo del apartado III del preámbulo del RDL 
2/2025), que se incluirá en el reglamento de desarrollo de la LOEx (artículo 35 
quáter, apartado 1); a los supuestos de minoría de edad no acreditada y a la 
competencia del Estado en materia de asilo. 

 
 Respecto a estos dos últimos supuestos, la propuesta de acuerdo no 

contiene argumentación alguna que permita fundamentar la infracción de las 
competencias del Estado previstas en el artículo 1491.1.2ª de la CE. La mera 
referencia a alguna situación que podrían producirse, sin mayor esfuerzo 
argumental y con reiteración del vaciamiento de competencias que el RDL 
2/2025 supone, no se considera justificación suficiente para interponer el 
recurso por tales motivos.  

 
 Finalmente, en lo relativo a la previsión de un futuro protocolo marco 

de menores extranjeros no acompañados, ha de reiterarse lo señalado en 
relación con las competencias autonómicas y con la aplicación de los principios 
de lealtad constitucional y de cooperación, en la medida que será la propia 
regulación contenida en el reglamento de desarrollo de la LOEx la que 
determinará si se vulneran, en concreto, las competencias autonómicas. Como 
ya se ha indicado, no cabe hacer una valoración, abstracta y con carácter 
preventivo, sobre la adecuación a la CE de una regulación aún no existente. 
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III 
CONCLUSIONES 

 
En mérito a lo expuesto, el Consejo Consultivo de Castilla y León 

informa: 
 
Que, teniendo en cuenta las observaciones y reservas formuladas en el 

presente dictamen, existen fundamentos jurídicos que pueden justificar que la 
Junta de Castilla y León adopte el acuerdo de interponer un recurso de 
inconstitucionalidad contra el Real Decreto-ley 2/2025, de 18 de marzo, por el 
que se aprueban medidas urgentes para la garantía del interés superior de la 
infancia y la adolescencia ante situaciones de contingencias migratorias 
extraordinarias 

 
 
No obstante, V.E. resolverá lo que estime más conveniente. 

 
 


